Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 39 minutos) 


Damos comienzo a la sesión vespertina de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores, en el 
marco del tratamiento del Proyecto de ley de Presupuesto Quinquenal 2005-2009 enviado por la Cámara de Representantes. 


Es un placer recibir a integrantes de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal, representados hoy aquí por la 
Fiscal Nacional de Corte en lo Penal, señora Mirtha Guianze, como Presidenta, las señoras Silvana Irureta y Jacqueline Castelli y el 
señor Enrique Rodríguez. 


El mecanismo de funcionamiento de estas audiencias en la que la Comisión recibe a las delegaciones gremiales y a otras 
organizaciones de la sociedad civil, está estructurado previamente, por lo que debemos tratar de ajustarnos al mismo para poder 
cumplir con los compromisos de recepción de audiencias que hoy tiene la Comisión 


Por lo tanto, cuentan con un plazo de 10 a 15 minutos para poder exponer vuestro planteo, recibir y contestar las preguntas que le 
puedan hacer los señores Senadores. Con mucho gusto cedemos la palabra a la Fiscal Guianze. 


SEÑORA GUIANZE.- Agradecemos a los integrantes de la Comisión por habernos recibido. Trataremos de ser lo más breve 
posible porque la Cámara de Senadores entiende, conoce nuestros problemas e, inclusive, a algunos de ustedes, los hemos 
molestado individualmente. 


En primer lugar, queremos manifestar nuestra total adhesión a las reivindicaciones de los compañeros de la Asociación de 
Magistrados Judiciales y, en general, de los gremios de la Justicia, en el entendido de que estamos defendiendo la dignidad del 
sistema de justicia en su conjunto. Entonces, reivindicamos no sólo una remuneración acorde a la función que cumplimos, sino 
también, los recursos humanos materiales que son necesarios para brindar ese servicio que la sociedad requiere. 


En ese sentido, no me voy a extender sobre la necesidad de incrementar determinadas partidas porque creo que eso es objeto de 
una negociación en la cual nosotros no participamos institucionalmente, pero sí estamos comprometidos con el aumento de esas 
partidas. Como es de conocimiento de los señores Senadores, estamos sujetos a un régimen de incompatibilidad absoluta que es 
de idéntica naturaleza a la fijada para los Magistrados del Poder Judicial. 


El artículo 27 de nuestra Ley Orgánica estatuye un régimen de incompatibilidad que es más riguroso que el del artículo 251 de la 
Constitución. Además, estamos equiparados en todos los aspectos a la carrera judicial y, particularmente —que es el que nos 
interesa- en cuanto a la dotación. Esta equiparación legal, tal como se ha señalado, está basada en el criterio de la actividad por 
ser cargos vinculados a la función jurisdiccional y no por la ubicación en un determinado sistema. La equivalencia salarial siempre 
ha sido dada, con los respectivos cargos del Poder Judicial, desde la época de la dictadura. En la Ley N* 15.809, que fue la primera 
Ley de Presupuesto luego de la reinstitucionalización democrática, se estableció la correspondencia cargo a cargo, a través de su 
artículo 407. 


Se nos habían generado problemas interpretativos con el inicial artículo 347, hoy 363, según tengo entendido, el cual creaba una 
retribución adicional denominada "incompatibilidad absoluta", que se abonará solamente a los cargos de Magistrados que están 
sujetos a las restricciones del artículo 251 de la Constitución de la República y a los cargos de particular confianza del Poder 
Judicial, que alcanzaría un 20%. Nuestra inquietud refería al inciso siguiente, que dice: Dicha retribución no integrará la base de 
cálculo de cualesquiera otras equiparaciones. Nuestra Ley Orgánica nos confiere la calidad de Magistrados a los Fiscales y en su 
artículo 27 se nos imponen las mismas incompatibilidades enumeradas en el artículo 251 de la Constitución, y aún mayores. Sin 
embargo, como no hay remisión explícita a esa norma, habíamos propuesto, a fin de eliminar cualquier duda interpretativa, el 
siguiente aditivo: Dicha equiparación no integrará la base de cálculo de cualesquiera otras equiparaciones con excepción de los 
cargos comprendidos en el artículo 407 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. La razón de ser de esa disposición de 
incompatibilidad absoluta era contemplar, al menos en parte, la situación de quienes tenemos ese tipo, reitero, de incompatibilidad 
y que, comparativamente, quedamos con niveles salariales más bajos que otros funcionarios del Estado, que también tienen 
incompatibilidades pero no tan intensas como las nuestras. 


Esto lo entendieron los señores representantes, pero al hacerse la redacción definitiva en la Comisión de Presupuesto, el texto del 
aditivo menciona en la excepción a los Fiscales del Ministerio Público y a los Ministros del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que no se habían mencionado. Con esta redacción quedan fuera otros funcionarios que tienen incompatibilidad 
absoluta; me refiero a los Secretarios Letrados, que están contemplados en el artículo 407 de la Ley N* 15.809 por esa misma 
razón. El señor Subsecretario de Cultura nos dijo que estaban haciendo gestiones para que se diera otra redacción a fin de que se 
los incluyera, enumerando los cargos. Entonces, manteniendo esa pretensión que todavía no ha sido plasmada -aunque creo que 
cuando él vino dijo que estaba de acuerdo; me corregirán si no es así- proponemos la siguiente redacción: "Dicha retribución 
integrará la base de cálculo de cualesquiera otra equiparación, excepto Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y 
Magistrados y técnicos profesionales del Ministerio Público y Fiscal en régimen de incompatibilidad absoluta". Con esto se acota la 
cantidad de personas sólo a aquellas que tengan el mismo régimen que tienen los Magistrados judiciales; o sea que hablamos de 
la incompatibilidad absoluta para toda clase de funciones. 


Como segundo punto que nos causa una preocupación realmente tremenda y por ello hemos tratado de interesar —creo que con 
éxito- a la Comisión de Género y Equidad, a la Suprema Corte de Justicia y al Consejo Nacional Consultivo de Violencia 
Doméstica, está el hecho de que no se recogió la solicitud de la Fiscalía de Corte de crear cinco Fiscalías: cuatro para violencia 
doméstica y una de menores. Con esta creación propuesta no se mantiene la similitud con las respectivas sedes que se crean 
ahora por el Presupuesto para el Poder Judicial. En ese aspecto, para el año que viene habrá un déficit que se podrá corregir tal 
vez en Rendiciones de Cuentas, pero por ahora es insubsanable. De cualquier manera es importantísimo que se cree alguna 


Fiscalía de Violencia Doméstica porque, como los señores Senadores sabrán, la aprobación de esa ley así como la del Código de 
la Niñez y la Adolescencia hacen preceptiva la intervención del Fiscal en audiencia y, si no recuerdo mal, desde el año 1990 no se 
crea una sola Fiscalía, ya que sólo se han hecho transformaciones. Ya no hay más margen para transformar; se sacaron Fiscalías 
Penales de uno y otro lado pero, en este momento, hay cuatro Juzgados de Violencia Doméstica y 28 De Familia, más todos los 
Civiles, los De Concurso, etcétera. Sin embargo, preceptivamente, lo que nos interesa es violencia doméstica y Código de la Niñez 
y la Adolescencia, que generaron nuevas necesidades que el Poder Judicial contempló. En ese sentido, el año pasado se crearon 
cuatro Juzgados de Violencia Doméstica, pero no se crearon las correlativas Fiscalías. Es por lo menos necesario que se creen dos 
en este período y pensamos que se podría hacer de forma escalonada. Lo que nosotros decíamos en Cámara de Representantes, 
y reiteramos ahora, es que vamos a generar un ahorro de entre U$S 15.000 y U$S 18.000 por concepto de alquileres —según se 
nos dijo en el Ministerio de Educación y Cultura- porque todos vamos a ir a un edificio que es propiedad del Estado. Por lo tanto, 
estimamos que esos ahorros, de acuerdo con el espíritu del artículo 34 de la Ley de Presupuesto, deberían destinarse para lo que 
la sociedad necesita, que son las Fiscalías de Violencia Doméstica; por lo menos que se creen dos en forma urgente. De otra 
manera el año que viene será una catástrofe. 


El tercer punto que planteamos, que no tiene que ver con dinero pero para nosotros es tan caro como si así fuera, está ahora en el 
artículo 241 y propone agregar un inciso al artículo 22 del Decreto — Ley N* 15.365, que es nuestra Ley Orgánica; este artículo 
estatuye un concurso abierto para la provisión de cargos de Fiscales Adjuntos. 


Hemos expresado reiteradamente que no lo consideramos conveniente, y lo fundamentamos es que eso lleva al desconocimiento 
del derecho de personas que ingresaron al primer grado del escalafón por concurso abierto desde 1990 a la fecha, como son los 
Secretarios Letrados, con tribunales calificados e imparciales. Para nosotros, los Secretarios Letrados son como si fueran Fiscales 
Adjuntos: son el primer grado del escalafón. Esto no se puede desconocer, porque de hecho y de derecho tienen las mismas 
funciones que los Fiscales Adjuntos. Si el concurso es abierto, se toca toda la estructura de la Ley Orgánica, que no podría ser 
tocada en una ley de presupuesto. De manera que el tema merecería por lo menos un estudio detenido. Creemos que, si el 
concurso es abierto, debería serlo en todos los grados del escalafón, pero no en uno, porque ellos van a ser los que en definitiva 
van a salir al interior; los que salen son los Secretarios Letrados como Fiscales Departamentales, y no los Fiscales Adjuntos, que ya 
tienen su carrera hecha en Montevideo y normalmente se quedan, por edad y por estar establecidos aquí. 


Algunos de los Secretarios Letrados tienen catorce años en sus cargos, porque ingresaron en el concurso de 1990, con jurados 
calificados como Teitelbaum, Gelsi y otros Profesores de Derecho Procesal. Si hubo algún concurso de regularización, fueron casos 
excepcionales; ofrecemos a los señores Senadores todo el material con respecto a esos concursos para que puedan conocer su 
transparencia y quiénes son las personas que entraron. 


SEÑOR ALFIE.- Nos interesa el último tema que mencionó la Fiscal Guianze, porque en el día de ayer los representantes del 
Ministerio de Educación y Cultura dijeron todo lo contrario. De manera que, para poder discernir, nos interesa contar con ese 
material. 


SEÑORA GUIANZE.- Los Secretarios recién habían conseguido la versión taquigráfica, de modo que no conocemos exactamente 
qué dijeron los representantes del Ministerio de Educación y Cultura. Pero sí podemos decir que hubo muchos concursos desde 
1990; al principio fueron abiertos, y después se planteó el problema de que estando el doctor Robatto todavía como Fiscal de 
Corte, se hizo un llamado abierto -creo que en oportunidad de la Ley de Ajuste Fiscal- y algunas personas que se habían 
presentado no eran funcionarios públicos. Pero los siguientes llamados fueron entre funcionarios públicos. Están disponibles todas 
las bases del concurso en Fiscalía de Corte; incluso, el señor Fiscal de Corte interino se ofrece a venir, si es convocado, para dar 
explicaciones sobre el punto, porque pienso que sí puede haber habido algunos concursos para regularizar cargos de gente 
redistribuida de la Administración Central, pero no creo -y les pido a los compañeros que me corrijan- que pasen del 5%. Es decir 
que aproximadamente un 95% de la gente entró por concurso abierto. Creo que los Secretarios tienen la información, pero insisto: 
me parece que lo mejor es que el tema sea explicado por el Fiscal de Corte, porque es la persona que tiene la documentación a su 
disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo a los señores Senadores que la audiencia que tenemos inmediatamente es la de los 
Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio. 


Por mi parte, quisiera formularles una pregunta con respecto al artículo 363, que corresponde al Inciso del Poder Judicial, en el que 
se hace el planteo, justamente, de que quedan afuera los Secretarios Letrados. En el proyecto original que envió el Poder Judicial, 
¿estaban contemplados? 


SEÑORA GUIANZE.- No, porque el Poder Judicial no puede ocuparse de esto; institucionalmente dependemos del Ministerio de 
Educación y Cultura. Siempre, en todos los presupuestos, tenemos la norma espejo en el Ministerio de Educación y Cultura o 
entramos en la del Poder Judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En el Parlamento tenemos la posibilidad de optar entre el proyecto que envía el Poder Ejecutivo, vinculado 
al Poder Judicial, y el enviado originalmente por este último. El artículo 363 al que estamos haciendo referencia está dentro del 
Inciso del Poder Judicial. Si en el original del Poder Judicial hubiera venido esta frase que ustedes quieren incorporar, desde el 
punto de vista legal formal nos facilitaría la situación, pero no fue así. 


SEÑORA GUIANZE.- Y no podía venir porque la Suprema Corte de Justicia no puede tener iniciativa por nosotros. De todos 
modos, agrego que el Ministerio de Educación y Cultura ha manifestado que está de acuerdo con ese planteamiento. 


SEÑOR ALFIE.- La Cámara de Representantes hizo un agregado en el que incluyó a todos los Fiscales, inclusive los Adjuntos, 
aunque será cuestión de verlo después. El agregado se puede hacer con cierta laxitud del Poder Ejecutivo, por cierto. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero precisar uno de los planteos, que es el del concurso para acceder al cargo de Fiscal Letrado Adjunto. 
Entiendo que está referido no tanto al concurso, sino al carácter abierto del concurso, habida cuenta de que los Secretarios 
Letrados acceden ya por concurso. 


SEÑORA GUIANZE.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no desean formular más consultas, agradecemos la presencia de los miembros 
de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal, así como la de Martha Giordano y Adriana Costa, que no habían 
sido nombradas al comienzo. 


(Se retira de Sala la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal) 
Material proporcionado por la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal 
(Ingresan a Sala los Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto y Hacienda Integrada del Senado, en el marco del tratamiento del 
Presupuesto quinquenal 2005-2209, recibe en la tarde de hoy a los Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público 
y Fiscal, representados en esta instancia por Sergio Palomeque, Patricia Marquisá, Jorge Pasarón, Alicia Ghione, Claudia González 
y Mirtha Guianze. 


-De acuerdo a lo que se me ha informado, en representación de los Secretarios y Asesores Letrados del Ministerio Público hará uso 
de la palabra la señora Marquisá, quien dispondrá de los escasos diez minutos que les hemos asignado. 


SEÑORA MARQUISA.- Ante todo, agradecemos a los integrantes de la Comisión que nos reciban en esta instancia. 


Como bien se ha dicho, hemos venido acompañados por la doctora Mirtha Guianze, en su calidad de Presidenta de la Asociación 
de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal. 


Para ordenar un poco el tema, voy a hacer tres planteos. 


En primer lugar, quiero hacer referencia a la equiparación de los Secretarios Letrados con los Jueces de Paz de ciudad; en 
segundo término, al artículo 363 en lo que tiene que ver con el aumento presupuestal; y, por último, quiero referirme al artículo 241, 
que alude al ingreso de los Fiscales Letrados Adjuntos del Ministerio Público y Fiscal. 


Con respecto al primer punto, queremos decir que los Secretarios Letrados somos profesionales abogados que integramos los 
equipos técnicos de las Fiscalías. Lo hacemos en Montevideo conjuntamente con el Fiscal Nacional y los Fiscales Adjuntos, y en 
los departamentos del interior al lado del Fiscal Departamental. Llevamos a cabo nuestra labor en un régimen de dedicación total y 
de incompatibilidad absoluta, según establece la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. Por ende, no podemos realizar 
ninguna otra tarea, remunerada o no, que no sea la del Ministerio Público, a excepción de la docencia en la Universidad de la 
República. Es así que cumplimos tareas jurisdiccionales concurriendo a las audiencias en representación del Ministerio Público y 
de los Fiscales, que son de igual naturaleza que la que desempeñan los Fiscales. Se trata de audiencias en todas las materias, 
penales, civiles, de menores, violencia doméstica, aduana, etcétera. También dictaminamos en los expedientes que llegan al Fiscal. 


Pues bien, ¿cuál es nuestra problemática? Los Secretarios Letrados estamos en un régimen de equiparación salarial que nos 
iguala a los Jueces de Paz de ciudad. 


Eso está vigente por la Ley N* 15.809 y quiero aclarar que el régimen de la equiparación no ha sido modificada; lo que sí ha sufrido 
una modificación a través de un Decreto manifiestamente ilegal, es lo que tiene relación con la equivalencia salarial, pues ese 
decreto nos coloca en un escalafón distinto al que revestíamos hasta esa oportunidad. Nosotros estábamos incorporados al 
Escalafón N, igual que los Magistrados del Ministerio Público, pero a partir de este Decreto compartimos el Escalafón A con el resto 
de abogados de la Administración Central, que no tienen un régimen de dedicación total e incompatibilidad absoluta, que nosotros 
sí tenemos. 


¿Qué consecuencia nos plantea esto? Que leyes presupuestales posteriores a este Decreto han establecido aumentos salariales 
específicos para quienes revisten en el Escalafón N, y si bien esos aumentos corresponden a los Fiscales y Jueces del Poder 
Judicial, por haber salido de ese Escalafón nosotros quedamos afuera, a pesar de que se mantiene la equiparación vigente por ley. 


Es importante hablar sobre el perfil funcional, ya que nuestra responsabilidad ha venido en aumento, en especial por las distintas 
normas que desde el año 1990 hasta ahora ha venido promulgando el Poder Legislativo. 


¿Qué hemos hecho nosotros en función de esta situación? Presentamos una petición al Ministerio de Educación y Cultura, a la 
Fiscalía de Corte, con el apoyo de una consulta muy importante del doctor Martín Risso Ferrand, catedrático de la Universidad 
Católica y constitucionalista de la Universidad de la República, quien otorga razón a nuestro planteo. Además, el expediente que 
lleva ese trámite tiene un informe del Fiscal de Corte subrogante favorable a nuestra petición. 


Debo decir que somos un número importante de Secretarios Letrados -prácticamente noventa- los que hemos adherido en conjunto 
a ese expediente. Insisto que no está iniciado por pocos Secretarios Letrados, sino por el conjunto de los que integran el Ministerio 
Público y Fiscal, pues a pesar de lo difícil de obtener las adhesiones del interior, nos las han hecho llegar. 


El expediente ha pasado por varias oficinas del Ministerio de Educación y Cultura, terminando en la de Asesoramiento Jurídico de 
la Asesoría Letrada de dicha Cartera. Allí se hace un rotundo informe, firmado por sus ocho integrantes -los señores Senadores lo 
tienen en el repartido que dejamos a la Secretaría- que sostiene varios puntos, entre los cuales uno expresa que entiende de 
justicia la resolución de nuestro planteo, y que no hay ni siquiera razones mínimas para habernos excluido del Escalafón N, 
pasando a revestir en el Escalafón A. Lo hace en función de las tareas propias que tenemos, de la incompatibilidad absoluta y de la 
similitud de tareas que cumplimos con los Fiscales Adjuntos. 


Este informe no refiere solamente a la oportunidad del planteo -dice que el momento de la resolución de esto sería la ley 
presupuestal- sino que también habla de las razones jurídicas. Insisto en que se trata de un informe de la Asesoría Letrada del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


Si bien nuestra Fiscal de Corte ha elevado en su petición la resolución de este tema a través de un artículo presentado al Ministerio 
de Educación y Cultura, a la fecha éste no lo envió en su iniciativa, a pesar de todas estas actuaciones. 


Hemos recorrido un largo camino en el Parlamento, presentándonos ante la Comisión de Presupuesto de la Cámara de 
Representantes -donde también se nos ha escuchado- y hablando con muchos de ustedes y de sus colegas de la otra Cámara, y 
sabemos de la sensibilidad que existe respecto a este problema, pero hasta hoy no hemos tenido una resolución. 


De alguna manera, queremos llamar a la reflexión sobre el tema que planteamos, en virtud de que sabemos que en este 
presupuesto se crea, en el ámbito del Ministerio de Educación y Cultura, una Dirección que refiere a los asuntos legales, 
constitucionales y registrales que, entre sus tantos cometidos, uno hace referencia a la prevención de las demandas que se 
plantean a nivel del Estado y los perjuicios que se puedan dar en caso de situaciones como la nuestra. 


Esto surge de nuestra Cartera, donde hay un expediente formalizado con la documentación que acabo de mencionar. No sólo se 
trata de documentación presentada por nosotros, sino de informes de asesorías letradas del propio Ministerio. 


Con respecto al artículo 363, referido al aumento que reciben los jueces y los fiscales, fundamentado en la incompatibilidad 
absoluta, entendemos que nosotros también deberíamos estar incluidos, porque esa incompatibilidad también nos comprende, tal 
como lo establece la ley vigente. 


Otro punto a comentar es el artículo 241, que hace referencia al concurso. 


En primer lugar, quisiera puntualizar que los Secretarios Letrados no nos oponemos a los concursos; tan es así, que muchos de los 
presentes hemos ingresado a través de concursos abiertos de oposición y mérito. Estos concursos se vienen realizando desde 
1990, con tribunales integrados por profesionales, abogados y docentes de la Facultad de Derecho, como los doctores Teitelbaun, 
Gelsi, Véscovi, Abal “hoy Decano de nuestra Facultad- y la doctora Landeira. Más del 90% de nosotros —no tengo la cuantificación 
exacta- hemos ingresado por concurso de oposición y mérito, y el resto por distribución entre los funcionarios de la Administración. 
Como dije, un porcentaje muy alto ingresa por concurso. 


Lo que queremos puntualizar concretamente es que en esta situación se está planteando un concurso que nada tiene que ver con 
los temas presupuestales y que significa una modificación a la Ley Orgánica, al Estatuto de los técnicos del Ministerio Público y 
Fiscal. No sólo nada tiene que ver con los temas presupuestales, sino que, además, refiere a un solo cargo. Por ello, tampoco 
entendemos cuál es la razón para establecer esta norma. 


Los Secretarios Letrados podemos acceder directamente a dos cargos: Fiscal Adjunto o Fiscal Departamental. Llama la atención 
que para el cargo de Fiscal Departamental, que supone una mayor responsabilidad, no está planteado el concurso abierto. Es decir 
que yo, Secretaria Letrada, debo concursar por segunda vez para ser Fiscal Adjunta, pero no debo dar un concurso para que se me 
nombre Fiscal Departamental. 


En realidad, se está modificando la Ley Orgánica en una Ley de Presupuesto y nos impide hacer uso del derecho que tenemos a la 
carrera inmediata. 


SEÑOR PALOMEQUE.- Quisiera hacer dos precisiones que sólo insumirán un par de minutos. 


Puede llamar la atención de los señores Senadores por qué venimos a plantear este tema luego de 15 años. Lo cierto es que el 
80% de los actuales Secretarios Letrados del Ministerio Público y Fiscal hemos ingresado al Organismo a fines de la década de los 
noventa. ¿Qué significa eso? Que recién en ese momento tomamos conocimiento de esta situación de desenganche con los 
Jueces de Paz de ciudad, así como de la situación escalafonaria irregular. En el Presupuesto del año 2000 no tuvimos espacio - 
quizás tampoco el empuje necesario- para plantear esta problemática, porque las prioridades del Ministerio Público y Fiscal eran 
otras. Concretamente, la partida para perfeccionamiento académico, que se logró, y la creación de cargos, que también se 
consiguió. Como grupo no tuvimos la fuerza como para plantear el tema en esa instancia. Antes eran pocos los Secretarios 
Letrados que tenían conciencia del tema y ese es el motivo por el cual han pasado tantos años. 


Por otra parte, si bien la doctora Marquisá hizo una referencia lateral, quisiera decir que, por los argumentos que ella dio, a 
principios de 2006 estaríamos iniciando 90 demandas. Esto le costaría al Estado alrededor de $ 70:000.000. Lo que estamos 
planteando -y es por lo que no hemos realizado aún la demanda- es una fórmula para obtener esa recuperación salarial en esta 
instancia presupuestal, lo que implícitamente puede ser interpretado como una actitud tolerante de nuestra parte. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PASARON.- Quiero referirme a la forma que tiene la base de la pirámide creada por la Ley Orgánica del Ministerio Público. 
El Decreto - Ley N* 15.365, en su artículo 4%, crea la estructura orgánica, partiendo del Fiscal de Corte, bajando a las Fiscalías 
Nacionales y terminando en los Fiscales Letrados Adjuntos. Esto determinó que los Secretarios Letrados no fueran la base de la 
pirámide, como debería ser. Nosotros consideramos que la entrada al Ministerio Público -que bien puede ser por concurso, como 
dimos nosotros- tiene que ser al cargo de Secretario Letrado y no al de Fiscal Adjunto. 


También hay que tener en cuenta que los Fiscales Adjuntos sólo actúan en Montevideo. En el interior de la República actúan los 
Fiscales Departamentales con los Secretarios Letrados y en los departamentos que, por ejemplo, hay dos materias, generalmente 
el Fiscal titular toma la materia penal y es el Secretario Letrado el verdadero Fiscal Civil, con todos los agregados de la Ley de 
Violencia Doméstica y de las divisiones del Código del Niño que crean el concepto del niño y adolescente. Además, muchas veces 
vamos al Juzgado Penal a tratar los procedimientos por menores infractores. 


El decreto que desencadenó esto es el 668/87. La Ley N* 15.809 autorizó la racionalización de las estructuras de los cargos y allí 
se creó el escalafón técnico profesional A. En el Ministerio Público y Fiscal hay técnicos que pertenecen a este escalafón y la 
diferencia con nosotros es que pueden ejercer y cobran proventos de la Dirección General de Registros, que nosotros no podemos 
cobrar porque estamos equiparados a los Jueces de Paz. 


SEÑORA GUIANZE.- Quiero agregar que los Secretarios Letrados están incorporados a nuestra gremial no sólo por una decisión 
de la Asamblea sino porque, además, integran nuestros cuadros funcionales en igualdad de condiciones que los Fiscales. Nosotros 
los consideramos a nuestro mismo nivel porque de hecho y de derecho lo son. Ellos ejercen las funciones propias de un Fiscal, 
sobre todo en audiencia. Ustedes saben que la forma de trabajar de un Fiscal ha cambiado y los Secretarios ya no preparan 


dictámenes como hacíamos en los tiempos en que yo era Secretaria, sino que van a audiencias. Por ejemplo, en la Ley de Prensa, 
en el artículo 134 del CPP y en el CGP está previsto que así lo hagan. A su vez, en lo que tiene que ver con la Ley de Violencia 
Doméstica ellos representan al Fiscal. En el interior esto es palpable, porque generalmente el Secretario ejerce la función civil y 
ocasionalmente la violencia doméstica y lo que tiene que ver con el Código del Niño, y el Fiscal hace la parte penal, porque no se 
puede abarcar todo. En Montevideo, mi Secretaria va a las audiencias en igualdad de condiciones. Es más, en un turno me 
representa y pide procesamientos. Justamente, en este momento está en el Juzgado de 10% Turno con un asunto que nos quedó 
pendiente, decidiendo si pide o no procesamiento. Ella firma y puede ser recusada. Entonces, si tiene las mismas 
incompatibilidades y el mismo peso de un Fiscal, necesariamente debe recibir una función acorde con la dignidad de su función. 


SEÑOR ALFIE.- Deseo hacer una pregunta que, en realidad, quedó pendiente de la audiencia anterior. En el día de ayer el 
Ministerio de Educación y Cultura dio un panorama diferente de los concursos y de la calidad de los mismos. Entonces, pediría a 
los invitados si nos pueden mandar los antecedentes de los concursos, para tener la base sobre la cual resolver. 


SEÑORA GUIANZE.- A nosotros nos habían hecho llegar una copia, pero creo que sería conveniente que se hagan copias para 
todos los señores Senadores y que esto se haga llegar al Juez por separado. 


SEÑORA MARQUISA.- Evidentemente, ello no está en esa carpeta. Cuando concurrimos a la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Diputados hicimos llegar ese material, pero ahora omitimos hacerlo, por lo que lo acercaremos a la brevedad. 


Planteé tres puntos importantes y, para concluir, debo señalar que en este Presupuesto solicitamos la resolución de equivalencia 
con respecto al Juez de Paz de ciudad. Mediante el artículo 363 se busca la incorporación de los Secretarios Letrados con relación 
al aumento que se les da a todos los que se encuentran en situación de incompatibilidad absoluta. En cuanto al tema del concurso, 
por supuesto, estamos planteando que esa norma no debe estar incorporada en este Presupuesto Nacional. 


SEÑORA TOPOLANSKdY.- Cuando se hizo el resumen había entendido una cosa, pero ahora debo pedir disculpas porque estoy un 
poco confundida. El artículo 363 plantea la equiparación salarial. ¿Eso es lo que cuesta $ 11:000.000? 


SEÑOR ALFIE.- Se trata de un aditivo al artículo 363 que presentamos en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa debe informar que ya ha ingresado un aditivo que recoge la preocupación planteada por la 
señora Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por otro lado, tengo claro que el artículo 241 refiere a los concursos. Entonces, creo que el otro punto 
sería el relativo a la equiparación. 


SEÑOR ALFIE.- La recuperación de la equiparación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La norma derogada por el decreto. 


SEÑORA GONZALEZ.- En realidad, la norma está vigente porque el decreto que emerge del Poder Ejecutivo jamás puede derogar 
la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es correcto. 
Creo que los señores Senadores tienen claro el tema. 


En la audiencia anterior, la doctora Mirtha Guianze ya nos había desarrollado lo que ustedes ahora han aclarado aún más y, por lo 
tanto, sus expresiones seguramente van a ser tenidas en cuenta en el ámbito de la discusión, lo que no quiere decir que vaya a ser 
resuelto de esta manera o de otra. 


SEÑOR DA ROSA.- Tengo claro cuál es el problema y cómo es el planteo. Simplemente, teniendo en cuenta que es tan evidente el 
hecho de que por un decreto se generó el desajuste, quisiera saber, en cuanto han planteado este tema, qué se les ha contestado 
de parte de los servicios jurídicos del Ministerio de Educación y Cultura, de donde ustedes dependen. Más allá de que naturalmente 
podremos solucionar el problema a través de una solución legal planteada ahora en el proyecto de ley de Presupuesto, me parece 
que desde el punto de vista estrictamente jurídico y sin necesidad de una nueva ley, el tema tendría que ser solucionado. Esta es 
una pregunta que quiero formular. 


SEÑOR PALOMEQUE.- Desde el Gobierno anterior, hace un año, iniciamos dicha petición administrativa ante el Ministerio de 
Educación y Cultura, a la que le agregamos la consulta del doctor Martín Risso Ferrand. 


La finalidad de esa petición administrativa era intentar que nos ubicaran en el Escalafón N, donde siempre debimos estar por las 
funciones que desempeñamos. Esa petición administrativa tuvo informes favorables del Fiscal de Corte subrogante y de la Sala de 
Abogados, lo que mencionó rotundamente la doctora Marquisá y está agregado en esa carpeta. Esos son los dos informes más 
importantes y contundentes, aunque también hay otros auxiliares que también nos dan la razón. 


El expediente ahora está en la Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura desde hace tres meses, es decir, desde que nos 
notificaron de este informe de la Sala de Abogados para ver si teníamos que agregar alguna otra cosa. Por ello, decimos que hay 
informe favorable en forma oficial y formal. Aclaro que estoy hablando a nivel de informe y no de acto administrativo definitivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas para formular, le agradecemos la presencia a la delegación de Secretarios 
Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal. 


(Se retira de Sala la delegación de Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal) 
Material proporcionado por la delegación de Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Industria, Energía y Minería) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el agrado de recibir a la Asociación de 
Funcionarios del Ministerio de Industria, Energía y Minería, delegación compuesta por Pedro Mañana, Richard Arrighetti, Mario 
Zubelso, Leonardo Piffaretti y Adriana Falcón. 


De acuerdo con el mecanismo de trabajo que venimos llevando a cabo y tratando de atender a todos los invitados, les 
comunicamos que tienen 10 minutos para hacer la exposición y contestar las preguntas que puedan formular los señores 
Senadores. 


SEÑOR MAÑANA.- Agradecemos la deferencia que han tenido al recibirnos y poder así exponer sobre un tema que nos preocupa 
sobremanera. 


El asunto que nos convoca es el artículo 75 del proyecto de ley de Presupuesto, en el que se distribuyen los montos de los 
contratos de concesión, tanto de recaudación para el Ministerio de Industria, Energía y Minería, que se sitúa en un 73%, como para 
URSEA, que lo hace en un 27%. 


Vamos a hacer un poco la historia de cómo se ha llegado a esa distribución de recaudación de los cánones, y que están 
transcriptos en el proyecto de Presupuesto, tal cual la historia que vamos a relatar. La Ley No. 17. 598, de 13 de diciembre de 2002 
-es decir, la Ley de Creación de la URSEA- crea la Unidad Reguladora pero no indica cómo va a estar financiada. Es así que el 
Ministerio recaudaba el 100% de los cánones por la concesión de los gasoductos Conecta y Cruz del Sur, pero a partir de enero de 
2003 URSEA empieza a recaudar dichos cánones. 


Eso lleva a que el Ministerio tenga un menor aporte económico, en un doble sentido: en el del dinero que la Cartera maneja para 
sus gastos y, a su vez, en el del componente salarial de los funcionarios. El hecho de que la Unidad Reguladora recaudara ese 
27%, ha determinado una rebaja salarial promedio de un 25%. 


Cabe señalar que hay un Decreto reglamentario de la Ley de creación de URSEA, de fecha 29 de diciembre de 2003. Después de 
un largo conflicto, en el que luchamos por recuperar esa parte de la recaudación del Ministerio, se logró que el Decreto 
reglamentario fijara qué porcentajes se iban a llevar tanto la Cartera de Industria, Energía y Minería, como URSEA. Ese Decreto, 
precisamente, determina estos valores, es decir, el 73% para el Ministerio y el 27% para URSEA. 


Hemos contado con la voluntad política de los diferentes Ministros; en este sentido, cabe recordar que este es un problema que se 
inicia cuando se encontraba al frente de la Cartera el Ministro Bordaberry, quien entendió el tema y apoyó las gestiones del gremio 
a nivel Parlamentario. Luego, el doctor Villar también comprendió la situación y dio su apoyo, logrando articular que se emitiera este 
Decreto. La idea era que, en vez de perder el 100% de los cánones, se redistribuyeran los mismos y URSEA tuviera un 27%. 


Explicado así, quizás no se entienda bien de qué volumen de dinero estamos hablando. Lo que se indica es que URSEA va a 
cobrar por tasa de contralor el dos por mil a toda la actividad de gasoductos. Ese dos por mil no se cumpliría para el porcentaje que 
lleva URSEA del Ministerio de Industria, Energía y Minería. ¿Por qué decimos esto? Porque ese 27% representa alrededor de unos 
U$S 160.000; si eso fuera equivalente al dos por mil, toda la operativa de los gasoductos significaría, aproximadamente, 
U$S 80:000.000, lo que de ninguna manera es así, porque esa operativa significa entre U$S 8:000.000 y U$S 9:000.000. 


Esos U$S 160.000 equivalen a este 27% que la URSEA recauda. Ahora bien, al analizar el presupuesto y lo que la URSEA ha 
gastado en estos Ejercicios anteriores, se comprueba que está volcando a Rentas Generales unos U$S 800.000. En el último 
Ejercicio, en el 2004, devolvió U$S 800.000 que no gastó, y en este caso nosotros estamos hablando de un 20% de esa cantidad 
que no utiliza. Trabajamos con la Comisión de Industria, Energía, Minería y Turismo de la Cámara de Representantes y llegamos a 
un acuerdo con el Ministro Lepra, quien entendió nuestra posición y la comparte totalmente. De tal modo, presentó un aditivo que 
llegó un poco a destiempo por los avatares del Ministerio y no fue evaluado en la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, aunque sí conversado -como dije- en la Comisión de Industria, Energía, Minería y Turismo de la Cámara de 
Representantes. Lamentablemente, al no haberse conversado el tema con el equipo económico, no fue contemplado ni integrado al 
proyecto de ley. Queremos hacer hincapié en que no hay incremento en el gasto y establecer, en definitiva, que queremos lograr lo 
que el Ministro Lepra expresa, en el aditivo enviado a la Cámara de Representantes, en cuanto a rehacer toda la recaudación en el 
Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, con el aditivo que el propio Ministro Lepra sugiere -y que seguramente todos los señores 
Legisladores han recibido, al igual que quien habla- ustedes están de acuerdo. Quiere decir que si el Senado lo incorpora, el 
problema que ustedes plantean quedaría resuelto. 

SEÑOR MAÑANA.- Exactamente. 

SEÑOR BARÁIBAR.- Ese aditivo, ¿se agregaría al artículo? 


SEÑOR MAÑANA.- Es una modificación; un sustitutivo que modifica los porcentajes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El hecho de que el señor Ministro sea el autor de la iniciativa, ayuda a resolver el problema en la 
Comisión, por lo menos el de algunos de nosotros. 


Si no hay más preguntas que formular, agradecemos la presencia de la delegación. 

SEÑOR MAÑANA.- Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Industria, Energía y Minería.) 
Material proporcionado por la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Industria, Energía y Minería 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir a los representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En consecuencia, cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Como Presidente de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
agradezco que la Comisión nos haya recibido. 


Si el señor Presidente me permite, dado el corto tiempo de que disponemos, quisiera dejar claramente expresado en esta 
Comisión, que esta Asociación como sindicato afiliado, como parte de la Confederación de Funcionarios del Estado -COFE- hace 
suyas las reivindicaciones de la Confederación y junto a ella acompañamos los cambios de redacción que la misma propone en los 
artículos 6%, 7%, 8% 12%, 18% 19%, 22% y 27%, y la supresión de los artículos 17” y 28* en el capítulo referente a funcionarios, del 
proyecto surgido de la Cámara de Representantes. Decimos esto porque no ha sido considerada la propuesta realizada por la 
Confederación y entendemos que habría que hacer un cambio de redacción o una supresión de los mismos. 


No queremos entrar en la profundización de estos temas, ya que la Confederación va a concurrir aquí esta tarde y va a hacer su 
planteo, pero queríamos dejarlo claramente establecido. 


El Sindicato está presentando un carpetín en el cual establecemos los artículos que quisiéramos que fueran incluidos o que se 
sustituyeran algunos de los que fueron aprobados en la instancia de la Cámara de Representantes; en todo caso que se sustituya 
la redacción con la que están siendo considerados en esta etapa. 


Particularmente, nuestro sindicato señala claramente la necesidad de que en este Ministerio ingresen funcionarios a través de la 
presupuestación. Entendemos que lo que hoy se está presentando en este Presupuesto respecto a este tema, no es lo adecuado 
para este Ministerio, pues creemos que a través de vacantes y pasantías no es dar la mejor señal para un país que tiene a la 
producción agropecuaria como su principal sostén económico. En este momento y durante estos años, el sector agropecuario ha 
venido creciendo continuamente y hoy representa, una vez terminado el producto, un 75% del total de las exportaciones del país. 
En ese sentido, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca debe trabajar y ejercer su trabajo sobre este sector con una 
importancia tal que requiere un Ministerio que esté a la altura de la función que le toca desempeñar. 


Entendemos que aquellos funcionarios que están trabajando como contratados en función pública desde hace muchos años, 
deberían incluirse en el Presupuesto. A su vez, otros cuya función ha sido desvirtuada y han sido contratados como eventuales, 
pero que mantienen con el Ministerio una relación laboral de hace más de diez años —incluso, hay casos en que llega a los doce y 
catorce años- también deberían ser presupuestados. 


Estas soluciones están incluidas en parte del articulado que ha presentado este sindicato. A nuestro juicio se trata de la mejor 
manera para no emparchar situaciones, sino para preparar un Ministerio que, por la demanda de los mercados compradores, cada 
vez debe especializar más su trabajo y contar con funcionarios que tengan una carrera administrativa, que puedan competir y a 
quienes se les dé la posibilidad de un futuro dentro del Estado como servidores públicos. En definitiva, es a lo que aspiramos y lo 
que siempre hemos sido, pero de la mejor manera posible en cuanto a la gestión que debemos realizar. 


Por otra parte, presentamos artículos que tienen que ver con la posibilidad del Ministerio de manejar los recursos de afectación 
especial. Al respecto, proponemos una modificación al artículo 161 aprobado por la Cámara de Representantes donde, por alguna 
razón, se olvidó mencionar que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca dispone del 100% de los recursos de afectación 
especial. Insisto, elaboramos una redacción sustitutiva para el artículo 161. 


SEÑOR BARAIBAR.- A fin de saber si entendimos bien, consulto si se está haciendo referencia al artículo 161 aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Exactamente, señor Senador. 


También presentamos un artículo por el cual se prevé que las economías generadas por la aplicación de la Reforma del Estado en 
1996 - 1997, puedan distribuirse, en forma igualitaria, entre los funcionarios. Los señores Senadores recordarán que a través de las 
economías que se generaron como consecuencia de la supresión de vacantes, se pagaban premios de excelentes y muy buenos. 
Resulta que el Ministerio, en 1996 y 1997, no llevó a cabo esa calificación, dado que los premios de excelentes y muy buenos se 
daban de acuerdo con la calificación que lograba el funcionario por su actuación funcional en un año de actividad. Entonces, las 
economías generadas en estos años le fueron adjudicadas por el Ministerio de Economía y Finanzas, pero como no existe 
calificación no pueden pagarse a ningún funcionario por su actividad funcional. Por consiguiente, solicitamos una norma habilitante 
para que estos dineros que tiene en su haber el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca —que no los va a perder y que no 
puede utilizar otra área del Estado, ni siquiera Rentas Generales- sean distribuidos, en forma igualitaria, entre sus funcionarios. 
Debe quedar claro que esta solución no tiene costo porque, repito, se trata de recursos que el Ministerio ya tiene en su haber y que 
no pueden ser transferidos a ningún lado. 


Asimismo, pedimos que se permita reestructurar al Ministerio, con costo. En el actual proyecto, aprobado por la Cámara de 
Representantes, se habilita a reestructurar al Estado, pero sin costo. 


Nosotros, como Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, así como la Confederación, hacemos una apuesta muy fuerte a la 
carrera administrativa a fin de volver a la pirámide de cargos antes de la reforma del Estado. Ustedes saben perfectamente que a 
través de los incentivos se perdió una cantidad de vacantes, lo que hizo que la pirámide de cargos en la Administración Central 
quedara totalmente destruida. Por lo tanto, solicitamos que se dé un 5% del presupuesto que se aprueba para el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca para poder rehacer la estructura de cargos en la pirámide, porque es la única manera de establecer 
nuevamente la carrera administrativa. 


A su vez, solicitamos que esta Cartera sea exceptuada de la pérdida de los últimos grados del Escalafón. Digo esto porque se está 
aprobando nuevamente la pérdida de vacantes en el Estado, precisamente en los últimos grados de los escalafones. Esto quiere 
decir que en este Presupuesto podemos eliminar la imposibilidad de ingreso de funcionarios a la Administración mediante la 
eliminación del artículo 27 de la Ley N* 16.736, pero por otro lado no se permite que se pueda concursar o disponer de una carrera 


administrativa porque no se aprueban reestructuras con costo. El costo sería para pagar las vacantes que se perdieron y para 
reestructurar, en este caso, el Ministerio y la Administración, tal como pretende el Estado. 


Por otro lado, planteamos un artículo que pretende recuperar el Fondo de Inspección Sanitaria para el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, específicamente para Servicios Ganaderos en toda su estructura, ya que entendemos que la certificación 
sanitaria y la habilitación de las exportaciones del país a través de nuestra Cartera se produce a través de la auditoría que sufren 
los servicios, en su totalidad, de los mercados compradores pero, a la vez, por la certificación sanitaria que se da en cada una de 
sus partes. Por lo tanto, solicitamos que se otorgue a Servicios Ganaderos el Fondo de Inspección Sanitaria u otra cantidad de 
dinero que supla este monto, que actualmente significa aproximadamente U$S 10:000.000 de ingreso por año que pagan como 
impuesto las carnes de exportación. Creemos que esto es de gran importancia. Hoy por hoy, la actividad de la certificación sanitaria 
hace que el país pueda seguir exportando; a su vez, hace que el país pueda tener la mejor situación de estatus sanitario y 
conservarla frente a otros países cercanos al Uruguay que, lamentablemente, tienen problemas graves como los que tuvimos 
nosotros en los años 2001 y 2002. 


Esta es una visión general y genérica de lo que presenta el Sindicato. Creemos que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
debe reconocer que está actuando sobre un sector que actualmente es el más importante y sobre el cual se apoya la economía del 
país. Por lo tanto, creemos que así se reflejan los requerimientos de este Sindicato que a través de la historia, como en los últimos 
años, ha venido denunciando la continua pérdida de funcionarios en un Ministerio que debe atender una actividad agropecuaria 
creciente. 


En los últimos cinco años el sector agropecuario creció un 28% y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca decreció en su 
presupuesto un 23% en términos reales en promedio entre gastos de funcionamiento e inversiones, que son los principales de la 
Administración. Y también ha perdido en salarios un 16,8%, de la misma forma que el resto de la Administración Central. Creemos 
que esta situación debe ser revertida para poder seguir produciendo en condiciones adecuadas, mantener la situación sanitaria del 
país y continuar aumentando las exportaciones. 


SEÑOR BARAIBAR.- Quisiera que nos dijeran muy esquemáticamente cuáles son los artículos que implican gastos. 


SEÑOR BERMUDEZ.- El artículo de la reestructura implica gastos, pero dentro del presupuesto que se le asigna al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Es decir, estamos pidiendo que se asigne un 5% del presupuesto que se apruebe para la 
reestructura. En realidad, es una redistribución de gastos. 


El Fondo de Inspección Sanitaria o el monto de dinero que lo supla, efectivamente es un gasto porque se requiere invertir para que 
el país pueda seguir exportando en las mismas condiciones o mejore sus posibilidades de inversión. 


Por otro lado, la presupuestación implicaría la creación de vacantes en los últimos grados del escalafón, que también implica un 
gasto. Hoy se está planteando que la mitad de las vacantes que se generen van para Rentas Generales y la otra mitad quedan en 
un crédito al cual el Poder Ejecutivo le dará destino. Pero el mantenimiento de las vacantes en el último grado del escalafón, repito, 
implica un gasto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿De cuántas vacantes estamos hablando? 


SEÑOR DE LA CUESTA.- Hoy ya hay un artículo que plantea excepciones a la pérdida de la mitad de las vacantes que no se 
llenen por concurso. Nosotros pedimos que en el Ministerio no se pierda ese 50% de las vacantes y que sean incluidas dentro de 
las excepciones del artículo 17 aprobado por la Cámara de Diputados. Es decir, quisiéramos que se nos permitiera que esas 
vacantes fueran llenadas. Lo mismo ocurre con el tema de la presupuestación, que en realidad no implica un gasto. Hoy tenemos 
500 trabajadores con contrato de función pública, es decir, un 20% de los funcionarios del Ministerio. Estamos pidiendo que se los 
presupueste y se les dé la oportunidad de tener una carrera administrativa. 


En esta situación estamos siendo discriminados como Ministerio. Resulta que, de pronto, un profesional universitario con 14 ó 15 
años en el Ministerio que cumple tareas de primer orden no tiene posibilidades de ser presupuestado. Sin embargo, en este mismo 
proyecto de ley de Presupuesto, en el Ministerio de Salud Pública se habilita a que un médico con un año de antigúedad sea 
presupuestado en el Inciso 12. 


Creemos que ese tipo de cosas no implican gastos y pueden ser perfectamente modificadas por parte de los señores Senadores, 
contemplando así una verdadera necesidad y algo que es de justicia. 


Como sindicato, lo que queremos -lo venimos haciendo en forma sistemática y no desde ahora, por oportunismo- es procurar 
sensibilizar a los señores Senadores que, en definitiva, son tomadores de decisiones. Ustedes saben que esto ya lo hicimos en el 
año 2000 antes de que ocurriera la desgracia de los focos de aftosa en Artigas y meses después cuando se extendiera al país. 
Nosotros ya habíamos alertado acerca de la situación que estaban viviendo nuestros Servicios en cuanto a la carencia de recursos 
humanos y económicos adecuados para poder cumplir funciones. Lo anunciamos y, desgraciadamente, en unos pocos meses, la 
realidad nos dio la razón. 


Para no ir lejos en el tiempo, queremos decir que estuvimos en la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda el 30 de 
agosto y fuimos recibidos nuevamente el 30 de setiembre, ámbito en el que hicimos exactamente los mismos planteamientos y 
analizamos el Presupuesto durante todo el período de la Administración anterior, en donde se puede ver como nuestro Ministerio 
está totalmente marginado del Presupuesto nacional. Estamos solicitando, pues, que tomen los recaudos para que, en definitiva, 
podamos cumplir nuestras funciones. 


Desgraciadamente, hace escasos días vimos la situación dramática que implica para el país que en el Estado de Mato Grosso se 
declaren focos de fiebre aftosa. Ante esto, debemos salir, no digo en forma improvisada, pero sumamente urgidos a cubrir agujeros 
que objetivamente hoy tenemos en el Ministerio, como lo son la carencia y el envejecimiento de nuestros funcionarios y también la 
insuficiencia de recursos. Tuvimos que recabar de parte del Ministerio de Economía y Finanzas -de apuro- los elementos 
adecuados para tratar de evitar que esa situación llegara a nuestro país. Recordemos lo que significó para el Uruguay, en los años 
2000 y 2001, la pérdida directa de U$S 750:000.000 por el hecho de haber ingresado la aftosa a nuestro territorio. No queremos 


que ello vuelva a ocurrir y, por lo tanto, es necesario que en este proyecto de ley de Presupuesto quinquenal, donde se están 
definiendo cosas por cinco años, tomemos los recaudos, y quienes tienen que hacerlo son los señores Legisladores. Por eso 
mismo es que les llamamos la atención sobre algunos puntos, como el tema de los recursos humanos, que es dramático en nuestro 
Ministerio. Hemos perdido el 57% de los funcionarios y ello figura en los documentos que les entregamos. Además, tenemos un 
personal muy envejecido, ya que el 54% de los funcionarios tiene más de 51 años; el caso del Programa 3, Recursos Naturales 
Renovables, es verdaderamente lamentable ya que el 64% de sus funcionarios tiene más de 51 años. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero formular dos planteos. El primero refiere al personal que revista en calidad de contrato de función 
pública con más de tres años de antiguedad. 


En consecuencia, quería saber qué cantidad de funcionarios hay en la estructura del Ministerio, si ese personal pertenece a 
determinado tipo de escalafón y si existen diferentes tipos de funcionarios para los distintos escalafones del Ministerio. 


Por otro lado, quería consultar acerca de planteos que se realizaron respecto de las personas contratadas en las campañas de 
prevención y erradicación del cancro cítrico. ¿Cuántos son y cuál es, hoy en día, la situación de esos funcionarios? 


SEÑOR DE LA CUESTA..- Los contratos de función pública de todos los escalafones son un poco menos de 500. Podemos acercar 
a los señores Legisladores el detalle, escalafón por escalafón, pero representan prácticamente el 20% del total de funcionarios del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En cuanto a los compañeros contratados en las campañas de prevención y erradicación del cancro cítrico, podemos decir que son 
82. Tenemos la expectativa y contamos con el compromiso de que, a través del artículo 7 del proyecto de ley que tienen en sus 
manos, sean incorporados en forma definitiva al Ministerio, junto con la regularización de otros contratos. Para ello se va a formar 
una paritaria a nivel del Inciso 7 -como en todos los Incisos- para estudiar, caso a caso, todos los puestos de trabajo que estamos 
reivindicando que sean incorporados en forma definitiva. De esta manera se solucionaría el caso de estos compañeros y de unos 
cuantos más. 


Reitero al señor Senador que los funcionarios contratados para la prevención y erradicación del cancro cítrico son 82. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Quedó por mencionar el último artículo, también sin costo, referido a la locomoción que se paga a algunos 
funcionarios cuyos lugares de trabajo están muy lejos, sea dentro del departamento de Montevideo y fuera de él. Me refiero, por 
ejemplo, al Laboratorio Rubino, sito en Camino Maldonado, o a Servicios Agrícolas, ubicado en Sayago o Garzón. A estos 
funcionarios ya se les paga locomoción, por lo que el artículo no tiene costo y se podría aprobar, ya que la situación requiere una 
norma habilitante. Este ha sido un gasto intervenido y cuestionado por el Tribunal de Cuentas. Como ya se está pagando, se está 
solicitando una norma habilitante para que se pueda seguir pagando. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera que se me explicara el artículo por el que se faculta a la Contaduría General de la Nación a 
rehabilitar las partidas suprimidas en el Ministerio por la renuncia de funcionarios con enfermedades de carácter terminal. 


SEÑOR BERMUDEZ.- La señora Senadora tiene razón cuando dice que ese artículo no lo hemos mencionado. 


Sucede que acaba de ser restituida una funcionaria que estuvo varios años de licencia a causa de una enfermedad terminal; a ella 
se le está creando en el Presupuesto un cargo C6. 


Cabe destacar que en estos casos los funcionarios pasan a percibir un subsidio brindado por el BPS por el término de tres años, y 
la forma que el Organismo tiene para establecer la incapacidad de la persona es a través de los baresmos. No obstante, para que 
el funcionario tenga la posibilidad de acogerse al subsidio, el BPS pide la renuncia a su cargo en el Ministerio o en la Administración 
Central. Si al término de esos tres años la persona que padece una enfermedad terminal no fallece -por suerte, hoy la cura es 
posible gracias a los avances de la medicina- no puede volver a la Administración porque se le solicitó la renuncia para poder 
acogerse a los tres años de subsidio por el BPS. En caso de fallecimiento, la familia continuaría cobrando una pensión, pero de lo 
contrario, estas personas se quedan sin el BPS y sin poder reingresar a sus anteriores puestos de trabajo, por lo que es evidente 
que existe, en este sentido, un vacío legal. 


En estas mismas condiciones, contamos con otra funcionaria que se curó y a quien habrá que crearle el cargo en el próximo 
Presupuesto. 


Lo cierto es que desde hace años esta persona está en vueltas para poder reingresar a la Administración, pues ello requiere un 
trámite realmente importante, realizado por el señor Ministro como jerarca del Inciso, e incluso por Presidencia de la República, en 
el que se admita haber cometido errores, para que el funcionario pueda volver a ingresar en la Administración. Primero se hace -si 
no es una instancia presupuestal- a través de un contrato, y posteriormente se presupuesta. 


A esos efectos, en la Contaduría General de la Nación hay un cargo al cual se puede acceder, que está disponible para estos casos 
no previstos, a fin de poder financiarlo mientras no se crea en el Presupuesto. A eso, justamente, se ha recurrido para el cargo de la 
señora Cristina Guadalupe, aunque repito que tenemos otro funcionario que está en la misma situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere aclarar que, según se advierte, no es un problema exclusivo de los funcionarios del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, sino de los de todo el país; por lo tanto, no se resuelve con un artículo, un agregado o 
un aditivo dentro de este Inciso, sino que debe atender a toda la Administración Central, a todos los funcionarios. 

SEÑOR BERMÚDEZ.- Sí, señor Presidente; así podría hacerse si el Senado lo entiende pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece de toda lógica que así fuera, en lugar de resolverlo sólo para el caso del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que este tema correspondería al Capítulo de los funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, señora Senadora; no corresponde al Inciso Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Precisamente lo pregunté porque sé que esto ocurre en otros lugares de la Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas que formular por parte de los señores Senadores, agradecemos la visita de la 
delegación de los funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 
Material proporcionado por la delegación de funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de los Funcionarios de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda recibe, en esta larga jornada vespertina, a una 
delegación de la Asociación de Funcionarios de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura, integrada por los señores José 
Charquero, Enrique Vaccaro y las señoras Susana Zarfino y Silvia Morelli. 


Tiene la palabra el señor Charquero. 


SEÑOR CHARQUERO.- Agradezco al señor Presidente y a los señores Senadores integrantes de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda del Senado, por permitirnos hacer llegar algunas inquietudes de la Asociación de Funcionarios de 
Secretaría. 


A continuación, voy a leer lo que planteamos a nivel presupuestal, para ver si después podemos hacer una explicación más 
extensa de los artículos sometidos a consideración de esta Cámara. 


Los funcionarios de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura, no obstante pertenecer a la Unidad Ejecutora cabeza del 
Inciso, percibimos remuneraciones sensiblemente inferiores a otras Unidades dependientes del mismo. 


A esto debe sumarse el hecho de que los funcionarios de aquella reciben diferentes beneficios, ya sea a través del pago de tiquet 
de alimentación, proventos, etcétera, que tornan aún mayor las diferencias entre unos y otros. Téngase presente además que 
algunas Unidades Ejecutoras tienen equiparación con el Poder Judicial. 


A fojas uno -que se adjunta- está un proyecto de artículo mediante el cual se establece una equivalencia de retribuciones y 
beneficios entre los funcionarios de Secretaría y los de Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, con la única 
excepción de que dicha equivalencia implique una disminución de los haberes en algún caso particular. Ese sería uno de los 
planteamientos. 


A fojas dos, se propone que la tasa de legalización de documentos tenga igual valor de aquella que se cobra en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y que el producido de su cobro se destine a la promoción social de los funcionarios de Secretaría. 
Actualmente y pese a que toda la actividad administrativa se desarrolla en Secretaría, el producido de la misma se destina a la 
Comisión del Patrimonio y a Rentas Generales. Esta propuesta de artículo, no genera erogaciones de caja. 


A fojas tres, en primer lugar, se propone la modificación del artículo 368, literal d) de la Ley N* 16.736, a efectos de que el 6% del 
monto de lo recaudado por concepto de Impuesto de Servicios Registrales, actualmente destinado a gastos de funcionamiento, se 
destine a promoción social de la Unidad Ejecutora 001. Esta propuesta de artículo tampoco genera erogación de caja. En segundo 
término, se propone que el 2% de la recaudación de la Dirección de Loterías y Quinielas, que ya está destinado al Ministerio de 
Educación y Cultura, también se destine a promoción social de los funcionarios de Secretaría. Esta propuesta tampoco genera 
erogaciones de caja. 


Luego tenemos una inquietud con relación al artículo 7% del proyecto de Presupuesto, para el cual sugerimos una redacción 
aclaratoria, a fin de que de la Comisión surja una redacción más clara de la norma. Dicho artículo habla de la regularización de los 
contratos de los funcionarios que estén cumpliendo la función pública y que hayan sido contratados en la Administración por 
diversas maneras. Nos interesa que quede claro algo relativo a las comisiones paritarias que en el artículo se decretan con 
respecto a la integración de las mismas y con relación a los funcionarios que ingresaron antes del 1% de enero de 2001 y los que 
ingresaron contratados con posterioridad a esa fecha. ¿Por qué decimos esto? Porque en el instructivo que estamos recibiendo las 
Unidades Ejecutoras para la integración de las comisiones paritarias, a diferencia de lo que dice este artículo -que, claramente, 
expresa que dichas comisiones van a actuar y a aconsejar a cada Inciso con respecto a quienes ingresaron con posterioridad al 1? 
de enero- las nombra para los funcionarios que ingresaron antes al 1* de enero y para los que ingresaron con posterioridad. 


En resumen, son las inquietudes que traíamos a la Comisión de Presupuesto. 


SEÑOR NUÑEZ.- Como no tenemos el material a la vista, vamos a ver si nuestra atención estuvo acorde. Las tres primeras 
propuestas tienen que ver con partidas que antes se aplicaban a otras cosas y que ahora ustedes piden que se destinen a la 
promoción social de los funcionarios de Secretaría. Al respecto, quisiera saber por qué dicen que no tiene costo porque antes esas 
partidas se destinaban a algún lugar, pero ahora se quiere que en vez de tener ese destino, se asignen al personal de Secretaría 
para la promoción social de sus funcionarios. El hecho de cambiar el destino, redunda en una disminución del gasto en algún lugar 
o en una reducción de alguna partida que le correspondería a otros funcionarios. Eso no lo entendí y creo que las tres primeras 
propuestas eran de ese tenor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que yo iba a hacer exactamente la misma pregunta. Creo que no es correcta la afirmación de que 
no tienen costo, en la medida en que los recursos se sacan de un lado para verterlos en otro. 


SEÑOR CHARQUERO..- La primera propuesta, de equiparación de los funcionarios de Secretaría con los de la Fiscalía de Corte, sí 
genera gastos. Es una erogación nueva que se propone dentro del Presupuesto. Se trata de una equivalencia de retribuciones y 


beneficios entre los funcionarios de Secretaría y de Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. Quiero aclarar que 
planteamos una equiparación con compañeros del mismo Inciso. 


La otra propuesta a que hacía referencia el señor Senador Núñez sí no genera erogaciones nuevas. Se trata de cambio de destino 
y el Presupuesto verá si lo cubre o no. Se dice que el producido del cobro de la tasa de legalización de documentos tenga el mismo 
costo que la que otorga el Ministerio de Relaciones Exteriores. Hoy se trata de dos Ministerios que realizan el mismo trámite, pero 
el de Educación y Cultura cobra una cifra inferior. Nosotros proponemos que esa tasa que hoy se está destinando a la Comisión del 
Patrimonio en un 50% y el resto a Rentas Generales se destine a la promoción social. Pensamos que lo mejor sería destinarlo a 
promoción social porque es una de las formas que los funcionarios vemos para aumentar nuestras retribuciones mediante el pago 
de los tiquets de alimentación. Sin realizar un aumento en las retribuciones, nuestra Secretaría es la única Unidad Ejecutora dentro 
del Ministerio que no tiene forma de financiar los tiquets de alimentación. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber cuál es la diferencia entre lo que cobra el Ministerio de Relaciones Exteriores y lo que 
cobra el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR CHARQUERO.- No tengo ese dato. 


SEÑOR NUÑEZ.- Las tasas son un tipo de tributo en el que el Estado presta un servicio. El hecho de que se llamen igual en ambos 
Ministerios no quiere decir que los dos generen el mismo beneficio al usuario, al que tiene que pagar la tasa. Por tanto, me gustaría 
que se aclarara mejor la similitud de ambas. 


SEÑORA ZARFINO.- El trámite para la legalización de documentos que parten hacia el exterior implica una cadena de 
legalizaciones que empieza en el órgano del que emana el documento que se pretende legalizar. Luego lleva una serie de 
legalizaciones que permiten que, una vez terminado el trámite, el documento pueda salir del país. Entonces, aquella persona que 
cuenta con ese documento legalizado por las autoridades competentes del Uruguay, puede utilizarlo en otro país a efectos de 
obtener la reválida o el reconocimiento de los estudios que se hayan realizado en nuestro país. Es decir que el trámite es una 
cadena de legalizaciones y uno sin el otro no puede existir. Por consiguiente, tanto el trámite en el Ministerio de Educación y 
Cultura como en el de Relaciones Exteriores, son absolutamente necesarios y completan la cadena de legalizaciones. En definitiva, 
no hay ninguna diferencia en cuanto al trámite, ya que la prestación que hace el Estado en uno u otro caso es exactamente la 
misma. 


SEÑOR CAMY.- Más allá de lo muy claro que resultó la exposición de parte del señor Charquero, que fue complementada por la 
otra señora integrante de la Asociación, al no tener el material escrito a la vista quisiéramos saber si tuvieron -suponemos que sí- 
algún intento de reunión o algún encuentro con el señor Ministro de la Cartera y cuál es la respuesta que han recibido o cuál es la 
opinión precisa del Ministerio respecto a por qué no se han incluido fundamentalmente los artículos que no generan erogaciones 
para el Inciso o que, de alguna manera, según lo que interpreté, implican cierta universalización en el acceso a los beneficios 
sociales a todos los funcionarios del Ministerio. Concretamente, desearíamos saber cuál es el argumento por el cual estas 
peticiones de la Asociación no fueron incluidas en el proyecto que vino del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CHARQUERO.- Respondiendo al señor Senador Camy, debemos señalar que el Ministerio de Educación y Cultura envió 
alrededor de 48 artículos en el proyecto original y el Ministerio de Economía y Finanzas devolvió aprobados 11 de ellos. 


Es muy probable que muchas de las disposiciones que nosotros propusimos pudieran haber caído una vez que se pasó por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, aunque no tenemos la certeza de que ello haya sido así. 


Una vez conocidos los 11 ó 12 artículos aprobados por ese Ministerio, buscamos la forma de encontrar algún otro camino y 
creemos que éste fue uno de ellos, ya contrarreloj. Lo presentamos en la Cámara de Diputados y ahora estamos haciendo lo propio 
en este ámbito, para ver si obtenemos alguna respuesta. Pienso que las autoridades pueden haber estado absolutamente abiertas 
a presentar este tipo de inquietudes, pero no pudieron ser más realistas que el rey y, al llegar a la instancia del Ministerio de 
Economía y Finanzas, muchas de estas actuaciones pueden haber quedado en la nada. 


No sé si mis palabras responden a la pregunta del señor Senador Camy. 


SEÑOR CAMY.- Entonces, doy por entendido que las reivindicaciones que estamos tratando en este momento tienen el aval de las 
jerarquías de la Cartera que, por lo menos en la etapa inicial, concordaron con ustedes en el concepto de que esto no generaría 
erogaciones; me refiero a las normas en las que ustedes especificaron que ello era así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no interpreté mal, el señor Charquero no ha podido confirmar o afirmar que en las iniciativas que envió 
el Ministerio de Educación y Cultura hayan sido incluidas, en su momento, las aspiraciones que ellos hoy nos están planteando. Por 
lo tanto, no saben si el Ministerio las incluyó y las retiró el Ministerio de Economía y Finanzas o si, sencillamente, la Cartera no las 
consideró válidas y no las incluyó. Ellos no tienen la información concreta. 


SEÑOR CHARQUERO.- Exactamente, nosotros las planteamos como una reivindicación de la Asociación de Funcionarios. No 
tenemos la certeza de que hayan sido enviadas, así como tampoco podemos afirmar que hayan sido rechazadas. Nuevamente las 
estamos presentando porque consideramos que se trata de las posibilidades que tal vez podrían ocasionar menor problema. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Si es posible, quisiera pedir a la delegación que nos deje una copia de ese memorándum, a fin de que 
podamos conocer el texto con claridad. 


SEÑOR BARAIBAR.- En la misma línea de la señora Senadora Topolansky, me parece que el memorándum podría ser un buen 
elemento. Además, sería bueno que ustedes nos dijeran cuáles serían los aditivos sustitutivos y a qué artículo del Presupuesto lo 
vinculan o dónde habría que intercalarlo, para hacer más ágil el trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ello está en el memorándum. 


SEÑOR VACCARO.- Deseo finalizar con una reflexión o, simplemente, quisiera recordarles, tal como comenzó diciendo Charquero, 
que la Secretaría, que es la cabeza del Inciso -quizás esto no sea nuevo y suceda lo mismo con muchos otros Ministerios- es la 


Unidad Ejecutora que tiene peores retribuciones. Alcanza pensar en la Dirección General de Registros, en el Registro de Estado 
Civil o en la Biblioteca Nacional, que son todas Unidades Ejecutoras pertenecientes al Ministerio de Educación y Cultura y que 
tienen mayores retribuciones, por una u otra vía. 


Por una de esas vías es que han conseguido artículos específicos en instancias presupuestales que les asignan determinadas 
partidas, fundamentalmente para canastas o tiques de alimentación, como en el caso de la Biblioteca Nacional, o tienen sus 
propios proventos que también les permiten otorgar beneficios a sus funcionarios, como es el caso del Registro del Estado Civil o la 
Dirección General de Registros. 


Nosotros vemos que esto es francamente injusto, porque no existe un fundamento técnico-jurídico que lleve a esa disparidad 
salarial, pero sí hay un fundamento de hecho que queremos resaltar hoy. Se trata de Unidades que tienen fuerza en cuanto a la 
presión y a la incidencia que tienen en las instancias de conflicto. Si nos preguntamos por qué un funcionario del Registro del 
Estado Civil gana más que uno del Ministerio de Educación y Cultura, vamos a encontrar una razón sencilla: cada vez que aquéllos 
han efectuado paros o ha habido conflictos, por ejemplo, no han salido las sucesiones o la gente no se ha podido casar ni 
inscribirse para casarse, lo cual trastoca la vida de la sociedad. Si hay un conflicto en la Secretaría de Educación y Cultura, la 
incidencia directa en la población es mínima. Por su parte, la Dirección General de Registros tiene una situación económica muy 
superior a la nuestra en materia de retribuciones. 


De modo que solicitamos que por vías similares se logren algunas partidas, que hoy ya se recaudan, destinándolas a la promoción 
social. Asimismo, pedimos tiques de alimentación —lamentablemente todavía no nos ha tocado- hoy tan de moda no sólo en el 
ámbito público, sino también en el privado, como es el caso del Tribunal de Cuentas y algunos otros Ministerios. 


Ya que nos encontramos en una instancia presupuestal, no queríamos dejar pasar esta oportunidad porque todo ello está 
incidiendo en el bienestar de las familias de los funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los miembros de la Asociación de Funcionarios de Secretaría del Ministerio 
de Educación y Cultura. La Comisión verá qué hacer con respecto a este planteo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura) 
Material proporcionado por la delegación de la Asociación de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura 
(Ingresa a Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio. Trabajadores de Educación Primaria) 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, recibimos a la delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio. Trabajadores de 
Educación Primaria, integrada por las señoras Teresita Capurro y Edith Mercader y el señor Fernando Pereira. 


Les informamos que disponen de diez minutos para hacer vuestro planteo -lo cual no es una descortesía, sino que es parte de la 
responsabilidad que tenemos en cuanto a atender todas las audiencias que se nos han solicitado- y luego contestar las preguntas 
que puedan formular los señores Senadores. 


Les aconsejamos no hacer referencia a los planteos de carácter general porque serán hechos, naturalmente por COFE —que es la 
última delegación que recibiremos en la tarde de hoy- sino a los aspectos que tienen que ver con vuestra situación particular. 


SEÑORA CAPURRO.- Muchas gracias por recibirnos. 


De manera muy sintética, queremos decir que desde que comenzamos este circuito de presupuestos para la Educación Pública, 
hemos trabajado con el CODICEN y con el CEP; asimismo, estuvimos en la Comisión de la Cámara de Representantes y ahora nos 
encontramos aquí, junto a los señores Senadores. Por nuestra parte, reconocemos que el hecho de llegar al final del Quinquenio 
con el 4,5% del Producto Bruto Interno es un avance en comparación con el Quinquenio anterior. Sin embargo, en ese orden de 
cosas, también queremos decir que en el año 2006, dados los sueldos tan deprimidos que tenemos, el aumento sería realmente 
insignificante y casi ridículo. Entonces, queremos revertir esa situación porque —reiteramos- el año 2006 prácticamente no existe 
para nosotros en lo que hace a la recuperación del salario. 


SEÑOR PEREIRA.- Somos conscientes de que el Proyecto Presupuestal aprobado en la Cámara de Representantes y que ahora 
está a consideración del Senado generará, efectivamente, al final del período de Gobierno, mejoras importantes en términos de 
salarios, inversiones y gastos de funcionamiento. No obstante ello, la señora Capurro planteaba, correctamente, que el 2006 y el 
2007 son años flacos, en el sentido de que los salarios actuales, tomando en cuenta lo que se aprobó en el Consejo de Salarios 
2005, no alcanzan los $ 6.000 en el grado de ingreso, ni los $ 8.000 en el grado de egreso. Quiere decir que cuando el maestro 
tiene veintiocho años de tarea cumplidos en la actividad, su salario no llega a los $ 8.000. 


Entonces, hay que corregir no sólo el salario más bajo de la pirámide, sino también la pirámide misma. Para ello, hay dos planteos. 
Algunos de nosotros creemos que el proyecto es demasiado rígido y que tendría que tener un artículo que flexibilizara, al menos, el 
grupo cero, a los efectos de que el Consejo de Salarios del sector enseñanza pueda discutir, entre la ANEP y los sindicatos que la 
componen, una distribución más justa que, al tiempo que genere mejores condiciones de salario a los grados más bajos, también 
recupere salarios, dé lugar a concursos en el sector no docente y, a su vez, genere una política salarial que, efectivamente, surja de 
la negociación colectiva. 


En función de esto, estamos haciendo dos solicitudes. Una de ellas es que se estudien en este ámbito —que, por supuesto, es el 
idóneo- mejoras presupuestales para los años 2006 y 2007 y la otra es que se flexibilice la discusión del grupo cero, a los efectos 
de que la negociación colectiva sea la que laude, definitivamente, cómo se distribuirán los montos globales. 


Ya en el año 2005, un acuerdo entre ANEP y los sindicatos hizo que la distribución fuera distinta, de acuerdo a grados, mejorando 
más el Grado 7 que el Grado 1 y generando una partida fija para el sector no docente, porque es un sector que, básicamente, tiene 
salarios achatados. Ahora bien, eso es posible si la norma flexibiliza y genera que el Grupo Cero pueda ser discutido. Lo mismo 
pasa con las partidas de alimentación de docentes y no docentes, con las compensaciones, etcétera. Entonces, nos da la 
impresión de que un artículo que mejore el proyecto, debería flexibilizar efectivamente el Grupo Cero. 


Por otra parte, para el año 2006 se prevé un 4.25%; como podrán comprobar, en el Grado 1 apenas impactaría en $ 240. Este, de 
acuerdo con el actual proyecto y las versiones que por parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se nos han trasmitido, 
sería el único aumento del año. 


Estos son los dos aspectos centrales. Por su parte, los temas generales serán tratados en otra oportunidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si nos pueden informar acerca de cuánto ganaría un Maestro Grado 1 y un Maestro Grado 7, 
a enero del 2006, enero del 2007, enero del 2008 y a enero del 2009. 


SEÑOR PEREIRA.- Es muy difícil de contar con ese dato, porque lo que se ha fijado son los porcentajes del Consejo de Salarios y 
luego un aumento de la masa salarial. El impacto en el Grado 1 y en los demás grados va a depender de cómo se distribuya la 
masa. 


SEÑOR MICHELINI.- Para enero del 2006, ¿cuánto es lo que ha resuelto este Consejo de Salarios para un Maestro Grado 1 y para 
un Maestro Grado 7? 


SEÑOR PEREIRA.- En el Grado 1, $ 250 de aumento. 

SEÑOR MICHELINI.- Me refiero al sueldo global. 

SEÑOR PEREIRA.- Serían $ 5.750 brutos, es decir, de salario nominal. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Y para el Grado 7? 


SEÑOR PEREIRA.- Serían $ 7.850. No traje la anotación correspondiente porque no pensaba referirme a ella, pero he trabajado 
mucho sobre esto, de modo que la cifra que le doy debe de ser bastante precisa. 


SEÑOR MICHELINI.- Hay un esfuerzo muy grande del Gobierno en este Presupuesto para privilegiar al sector educativo, incluido el 
Rubro Inversiones, no sólo a los maestros. No se trata sólo de invertir en el recurso humano, sino también en todos los demás 
órdenes, es decir, Enseñanza Primaria, Secundaria y Terciaria. Por lo demás, en las distintas Rendiciones de Cuentas vamos a 
poder ir evaluando la situación. Sin embargo, si los órdenes de la enseñanza no están en línea o no proponen esa flexibilización 
para disponer de la masa salarial que año a año va a ir cayendo, a algunos Senadores del Gobierno se nos hace muy difícil corregir 
ahora tales aspectos, lo que no significa que no se pueda trabajar sobre ellos para la Rendición de Cuentas. Lo cierto es que 
tenemos una actitud hacia el tema educativo que apunta no solamente a los recursos salariales sino a los de toda índole. 


También habrá que trabajar, sin meternos en los planes educativos, con todo lo que puede ser verificación y mejora de la 
Enseñanza; se trata de un tesoro, de nuestros hijos. Naturalmente, en esto van a contar con nosotros y haremos los esfuerzos 
dentro de las restricciones existentes, que nadie puede negar. 


SEÑOR NUÑEZ.- La flexibilización de la distribución salarial es una norma que no tiene costo adicional, pero, si no entendí mal, 
ustedes además están pidiendo el aumento del monto global destinado a la masa salarial, es decir, un aumento adicional. 


SEÑOR PEREIRA.- El informe emanado de la Comisión de la Cámara de Representantes trae una gráfica muy interesante que 
muestra cómo va a evolucionar la masa salarial entre los años 2006 y el 2009. Allí veremos que en los años 2006 y 2007 crece casi 
al mismo ritmo que para el conjunto de los funcionarios públicos, y después se despega en los años 2008 y 2009. Entonces, en 
función de los salarios bajos y de los pisos distintos, se construyen las gráficas; entiendo cómo es que se construyen las gráficas: 
uno empieza de 30.000, otro de 5.000, por lo cual, posiblemente, cuando termine el período de Gobierno, un sueldo en la 
educación va a ser un tercio de otros salarios. Pero la discusión no es esa, sino que pretenderíamos que los años 2006 y 2007 
fueran de mayor impacto y, sabiendo cuáles son las restricciones, se privilegiara en estos años los aumentos y los impactos 
salariales. 


Respecto a la pregunta de por qué la flexibilidad, quiero decir que ahí no está referida exclusivamente a salarios, sino al Grupo 0, 
que tiene que ver con compensaciones, partidas de alimentación, viáticos, etcétera, que hoy son de libre disposición de la autoridad 
o muy inflexibles de acuerdo al proyecto presupuestal. En ese sentido, decimos que todo eso debería entrar en el paquete de 
negociación colectiva del sector que incluye a la ANEP y a todos los sindicatos de la Enseñanza, no exclusivamente a la FUM. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros comprendemos el razonamiento; incluso, en algún aspecto, hasta lo podemos compartir, porque si 
observamos el mercado laboral y comparamos las posibilidades de un maestro recién recibido, con las de un muchacho o una 
muchacha de su misma edad, quizás el primero esté relativamente en mejores condiciones que aquel que recién se inserta en el 
mundo del trabajo. 


Pero después, el maestro o la maestra, a determinada altura, empiezan con un rezago importante y eso hace que cuando tienen 
experiencia, si realmente tienen cierta calificación, abandonen y opten por otros rubros o empiecen a llevar en su mochila una 
frustración importante que desaliente su profesión para el que tiene vocación, lo que no es un menor sabiendo que la educación es 
el tema del futuro. 


Entonces, compartimos que haya un Rubro O que pueda tener una mayor articulación para ese Consejo de Salarios, el problema es 
que este tema habría que conversarlo más o, incluso, para nosotros sería importante que las diferentes cuestiones 
desconcentradas puedan trasmitir la misma partitura. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera saber si la delegación tiene su planteo por escrito, para poderlo examinar más detenidamente. 
SEÑORA CAPURRO.- Si bien no lo tenemos por escrito, se hará llegar en forma inmediata. Queremos hacer una puntualización 


porque quizás no ha quedado claro que si bien el incremento mayor se va a dar en los salarios de los docentes en el año 2009, 
nosotros pretendemos que se dé en el 2006 y estamos hablando de la misma cantidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo me genera una duda. Las cantidades van evolucionando progresivamente, de 2006 a 2009. 
Entonces, si comenzamos en 2006 con la partida final correspondiente a 2009, en el conjunto estamos teniendo un aumento de los 
recursos destinados a las retribuciones, porque no se puede empezar con una mayor cantidad de dinero y terminar con una menor 
porque significaría una disminución. La masa de dinero asignada se va incrementando, porque se prevé un aumento de las 
remuneraciones. Como dije, me da la impresión de que no se podría hacer a la inversa, porque implicaría incrementar los salarios 
para luego disminuirlos. 


SEÑOR DA ROSA.- Lo que se está planteando es que el incremento sea más escalonado y que las cifra que se maneja para 2009 
se distribuya entre 2006, 2007, 2008 y 2009. No sé si entendí bien la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero con los mismos recursos. 


SEÑOR PEREIRA.- Si nos dejaran, pediríamos más; se ha pensado en términos de que este proyecto está acotado en recursos, 
pero debería ser más. Asimismo, entendemos que si efectivamente las variables económicas funcionan de acuerdo con lo que tiene 
previsto el Gobierno, debería ser más de lo previsto en términos del escalonamiento hasta 2009. Naturalmente, esto lo discutiremos 
en las futuras Rendiciones de Cuentas. Consideramos que quizás valdría la pena que el Senado asumiera que el ajuste de 2009 se 
diera en 2006; que el de 2008 se otorgara en 2007, y así sucesivamente, a los efectos de revertir la pirámide. Si no hiciéramos este 
planteo, estaríamos distraídos. Admito que esto tiene mucho que ver con la situación económica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En concreto, se propone que en lugar de alcanzar el 4,5% -si se logra- en 2009, se llegue antes. 


SEÑOR PEREIRA.- Al 4,5% se llegará al final del Período; lo único que se va a revertir es el cómo. Se acelerará en el primer año y 
se desacelerará en el último. 


SEÑOR NUÑEZ.- Me parece justo el planteo desde el punto de vista gremial. No obstante, quiero advertir que eso implica que la 
masa de asignación presupuestal que se debe dar al conjunto de la enseñanza, debería aumentar en los primeros años e 
incrementarse menos en los últimos. Si las demás asignaciones quedan fijas, en definitiva se estaría aumentando el presupuesto 
global, un poco más en los primeros años que en los últimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el aporte realizado por los representantes de la Federación Uruguaya de Magisterio y de los 
Trabajadores de Educación Primaria. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio y de los Trabajadores de Educación Primaria) 


(Ingresan a Sala representantes de la Federación de Funcionarios de Salud Pública) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Federación de Funcionarios de Salud Pública para conversar 
sobre el Presupuesto quinquenal 2005-2009. 


Les aclaramos que el ordenamiento del trabajo nos lleva a ofrecerles diez minutos para que hagan su exposición. Les 
recomendamos, pues, que no se refieran a los temas generales, ya que posteriormente recibiremos a una delegación de COFE, 
sino que lo hagan particularmente a vuestro Inciso, para que puedan aprovechar mejor el tiempo. Luego los señores Senadores 
podrán hacerles preguntas y ustedes dar las respuestas correspondientes. 


SEÑOR SILVA.- En nombre de la Federación de Funcionarios de Salud Pública, queremos agradecer a la Comisión por habernos 
recibido en la tarde de hoy. Según pedido expreso, nos vamos a referir pura y exclusivamente al Inciso 12, a los acuerdos 
alcanzados entre el Ministerio de Salud Pública y la Federación en el período abril-julio, y además vamos a dejar el "dossier" con la 
información. El compañero Lannes va a hacer mención expresa a los artículos que estamos pretendiendo se vuelvan a incorporar 
en el ámbito presupuestal. 


SEÑOR LANNES.- Estos artículos que están integrados en el "dossier" en su mayoría fueron negociados desde el mes de abril en 
la Bipartita que se instaló con el Ministerio de Salud Pública y la Federación de Funcionarios de Salud Pública. Ese principio de 
acuerdo sufrió modificaciones cuando llegó al Poder Ejecutivo, y en su gran mayoría fueron quitados del Presupuesto que fue 
aprobado por la Cámara de Diputados y hoy está discutiendo el Senado. 


Nosotros vamos a tratar de darles una explicación de cada uno de los artículos para que los señores Senadores se lleven un 
pantallazo más general de por qué entendemos que son fundamentales para los funcionarios de Salud Pública estos artículos que 
están integrados en el "dossier". 


El primero de ellos refiere a la Semana de Turismo, porque la Ley del 26 de octubre de 1991 establece un régimen de guardia para 
toda la Administración Central, por el que se concede un día y medio a compensar. Pero este mecanismo sólo se ha pensado 
desde un punto de vista administrativo, dado que los hospitales trabajamos los 365 días del año. Entonces, lo que ocurre es que los 
compañeros que trabajan de lunes a jueves generan un día y medio a compensar, pero quienes lo hacemos viernes, sábado y 
domingo no generamos ningún día. En definitiva, en este caso, la Semana de Turismo se toma como una semana laborable. 
Nosotros planteamos que sea extensiva la modificación, en el sentido de que de lunes a domingo todos los funcionarios que 
trabajen en Semana de Turismo generen un día y medio. Esto no implica ningún tipo de costo presupuestal -como se dijo hace un 
momento- porque los funcionarios públicos y, fundamentalmente, los de Salud Pública no tenemos suplente a la hora de pedir un 
día o cuando nos tomamos licencia. Ahora bien, esto tiene que ver con el otro artículo -que desde el año 2003 venimos negociando 
con el Ministerio después de un largo conflicto- que se relaciona con una licencia anual complementaria de cinco días, en virtud del 
trabajo que desarrollamos, que implica un estrés y un cansancio importantes. Esos cinco días fueron negociados y acordados con 
el Ministerio de Salud Pública; pero el equipo económico dijo que esto implicaba costo presupuestal. Volvemos a lo que decíamos 
anteriormente en cuanto a que no tenemos suplente, ya que cuando nos vamos de licencia el servicio se reorganiza de acuerdo 
con la planificación que se haya hecho en esta materia. Por ello estamos solicitando que estos dos artículos, que no tienen ningún 
tipo de costo presupuestal, sean incluidos a través de un Mensaje Complementario o en la Comisión de Presupuesto Integrada con 
Hacienda del Senado. 


Otro de los artículos que queríamos mencionar es el que tiene que ver con el sistema de calificaciones. El que existe actualmente 
para Salud Pública no es el adecuado, dada la complejidad y los diferentes servicios; es un sistema de calificaciones que rige para 
todos los Ministerios. Pero nosotros trabajamos con vidas humanas y hay algunos ítems, como productividad y rendimiento, que no 
han sido aclarados en forma suficiente y que no se pueden aplicar en el ámbito de Salud Pública. Digo esto, porque nosotros no 
tenemos productividad; esto no sirve para nosotros. 


Por ello negociamos la creación de un nuevo cuadro de calificación en el Ministerio de Salud Pública, apuntando a lo que siempre 
se ha manifestado sobre la carrera funcional del trabajador y las condiciones laborales, pasando por el cuadro de calificaciones. 


Esto está muy relacionado con un artículo fundamental para nosotros, referido a la regularización de los funcionarios de Salud 
Pública. La última reestructura que tuvo el Ministerio de Salud Pública fue en 1986, es decir, hace 20 años, lo que significa una vida 
para cualquier ser humano. En la actualidad tenemos compañeros que, a punto de irse, se retirarán con el mismo cargo de hace 20 
años; más allá de tener buen cuadro de calificaciones, no haber faltado nunca y, en muchos casos, haber recibido alguna medalla, 
siguen siendo auxiliares de enfermería o de servicio, como lo eran hace 20 años. 


Esta reestructura implica determinado costo presupuestal, pero no a plazo inmediato. Cabe destacar que ya existe una reestructura 
hecha por el Ministerio a mayo de 2002, que no fue firmada por el ex Presidente Jorge Batlle, por lo que nosotros propusimos 
mantenerla y ampliarla hasta el 2005. Planteamos esto con un efecto progresivo y paulatino pero, por lo menos, aspiramos a que 
las pautas figuren en la Ley de Presupuesto, ya que es una forma de motivar al funcionario de salud pública. No se puede hablar de 
un cambio de modelo ni de sistema de salud si no tratamos de modificar la estructura obsoleta que tiene hoy la carrera del 
funcionario de Salud Pública, que no puede cambiar su posición porque durante 20 años no se le ha modificado su escalafón. En la 
actualidad tenemos compañeros cumpliendo tareas de nurse y cobrando como auxiliares de servicio, así como médicos que 
también están cobrando como auxiliares de enfermería. Es injusto que quienes se quemaron las pestañas estudiando durante 
años, hoy no puedan cobrar, trabajar y figurar presupuestalmente como profesionales. 


Otro de los temas que queremos tratar refiere a la compensación máxima al grado. El artículo 26 de la Ley N* 16.170 establece que 
se pagará hasta un 50% del salario básico como compensación al grado. Aquí hay una iniquidad salarial que nunca resolvieron las 
anteriores administraciones, por más que fue planteado en otros presupuestos, pues tenemos tres valores: los funcionarios de 
Salud Pública que trabajan en el casco central y en la Dirección General de la Salud cobran el 50%, o sea, $ 500 por cada $ 1000, 
de acuerdo con el artículo 26; los que trabajan en la 068, cobran aproximadamente $ 360, es decir un 36%; y los que trabajamos en 
área asistencial -más del 75% de los funcionarios de Salud Pública- cobramos un 22%, aproximadamente. 


Planteamos -y aquí está explicitado- de dónde salen los rubros para que a todos los funcionarios de salud pública se les topee el 
artículo 26, lo que implicaría, para el grueso de los funcionarios, un aumento de entre $ 250 y $ 300. Queremos reiterar que la ley 
refiere a todos los funcionarios del Inciso y no a Unidades Ejecutoras específicas. 


Por otro lado, por el artículo 274 se crean 5.170 cargos para regularizar las comisiones de apoyo y el patronato del psicópata; 
queríamos que se incluyera también aquí a los ciudadores de pacientes o de dementes del Piñeyro del Campo, Colonia Santín 
Carlos Rossi y Colonia Etchepare. 


A estos compañeros se les ha prometido su regularización desde hace años y, más allá de que en algún artículo del Presupuesto 
se habla de que las diferentes figuras que tiene toda la Administración Pública van a ser regularizadas -como el artículo 7*- 
planteamos que en esta disposición específica se haga lo propio con los cuidadores de dementes de las diferentes Colonias 
siquiátricas, como la del Piñeyro del Campo y el Pereira Rossell, porque ya le corresponde un gasto al Ministerio de Salud Pública, 
es decir, que se paga a través de él. 


Otro de los artículos que tenía la propuesta del Ministerio de Salud Pública y que fue quitado -hoy no está en la Ley de 
Presupuesto- es el 52, que determina la tendencia del Ministerio a equiparar los sueldos de los funcionarios de Salud Pública con 
los del área de la salud del Banco de Previsión Social, en forma gradual durante cinco años. Esa fue la propuesta del Ministerio y 
en la bipartita se nos dijo que era un acuerdo político entre la señora Ministra de Salud Pública y el señor Ministro Astori, pero 
sorpresivamente ese artículo ya no está, y ni siquiera entró a la Cámara de Representantes. De todas maneras, si bien genera 
costos, es una forma de darle al funcionario de Salud Pública la posibilidad de tener, en cinco años, una recuperación salarial que 
ha sido postergada durante años. A Nosotros prácticamente nos ha costado sangre sudor y lágrima, tener un salario de $ 6.500 
nominales. 


Entonces, entendemos que de alguna forma habría que buscar los caminos económicos para que esto sea progresivo. Nosotros no 
estamos planteando ni pedimos al Gobierno que en el mes de enero o febrero tengamos los bolsillos llenos; nadie lo está diciendo 
pero, por lo menos, pedimos que se contemple esa pauta salarial porque es una forma de motivar al funcionario. 


Hay otro artículo que tiene que ver con la atención directa al paciente, que es un beneficio creado en el año 1990 y que ha sido 
denunciado porque es discriminatorio, ya que coloca al personal de enfermería, a los nurses y al de servicio, en Categoría A y B. A 
estos funcionarios se les paga una compensación de acuerdo al trabajo del área donde trabaja: en block, en emergencia, en Sala. 
En definitiva, se le paga una compensación por atención directa al paciente cuando, en realidad, todos estamos en esa situación. 
Por ejemplo, los choferes de Salud Pública no tienen camillero, por lo que son ellos mismos los que trasladan al paciente en silla de 
ruedas, cuando este no puede caminar. Lo mismo sucede con los auxiliares de servicio y con el personal extraccionista de 
enfermería y del laboratorio, que también tienen contacto con el paciente. El Ministerio de Salud Pública extiende ese beneficio a la 
atención primaria en salud, pero no entiende como tal la que realiza un enfermero que trabaja en una policlínica centralizada del 
hospital, por el simple hecho de que es enfermera se desempeña como apoyo a un especialista y al extraccionista de apoyo, a 
quienes se los toma como de segundo nivel, quedando fuera de la categoría. 


Nosotros que sabemos que es una inequidad y no queremos más categorizaciones, planteamos unificar la bolsa de la ADP con la 
bolsa de compensación como reforma del Estado del conflicto del año 1997, porque quien cobra una cosa no cobra la otra. Como 
hoy el ADP es una bolsa, no es un cupo, el hospital tiene asignado determinado monto y ese dinero se reparte entre aquellos que 
tienen derecho y cuánto más tienen derecho, menos plata se da. Por eso queremos unificar eso y que a todos se les dé el mismo 
monto y no como ahora que hay ADP de $900 en el Pyñeiro del Campo y ADP de $ 1.300 en otros hospitales donde no ha habido 
ingresos de enfermería. 


Eso tiene relación, señor Presidente, con otro tema que queremos que quede plasmado de alguna manera, más allá de que en el 
artículo 7* del Presupuesto están algunas de las figuras de la Administración: el de los suplentes de Salud Pública. 


Estos suplentes, no suplen a nadie porque están fijos desde hace veinte años y ni siquiera tienen los derechos de un funcionario 
presupuestado, como ser, realizar una operación bancaria o ser socios de una cooperativa de Salud Pública. Incluso, recién hace 
dos años pueden tener su descuento de planilla como afiliados a la Federación. Acá se está haciendo una transferencia de rubros - 
Afectación 031, pasa a Rubro 0- y la propia Ley de Presupuesto hoy permite que del rubro gastos se transfiera al rubro salarios. 
Por tanto, pedimos que se incluyan específicamente. Si bien hay que crear un cargo, el mismo ya está pago porque los rubros 
están en el Ministerio y se está pagando. Queremos quedarnos con la tranquilidad porque se trata de casi 3.000 compañeros 
suplentes en todo el país y es mucha gente que, hace más de veinte años, viene cumpliendo tareas como un funcionario 
presupuestado. 


Otro tema tiene que ver con el agrupamiento de renglón. En el sobre del sueldo de los funcionarios de Salud Pública, como en el de 
muchos funcionarios de otros Ministerios, figuran 15 ó 16 renglones: el sueldo básico, artículo 26 y una suma de compensaciones, 
de decretos leyes presupuestales o aumentos diferenciales por diversos conflictos. Entonces, ¿qué pasa? Que esas 
compensaciones están condicionadas a determinadas leyes. Por ejemplo, si hoy un funcionario de Salud Pública falta un día, tiene 
un descuento de $ 1.200, siendo que su sueldo nominal es de $ 6.500. Es decir que no tiene relación lo que un funcionario gana 
con lo que se le descuenta. Lo que ocurre es que por faltar un día pierde la asiduidad y la compensación por reforma -eso sólo, 
suma casi $ 1.000- y a eso hay que agregar el descuento del día. Entonces, entendemos que habría que agrupar esos renglones 
que son comunes y permanentes a todos los funcionarios, haciendo que en el sobre del salario no haya más de tres o cuatro 
renglones: sueldo básico, artículo 26, un tercer renglón a crearse con la sumatoria de todo esto y la antigúedad y los beneficios 
sociales. De ese modo, si en el día de mañana un funcionario falta, se le descontaría de acuerdo a lo que gana y no perdería todas 
esas compensaciones. 


Con esto voy a terminar mi intervención y en nombre de la Federación debo decirle, una vez más, a la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda que todos estos artículos fueron negociados con el Ministerio de Salud Pública. No venimos a pedir nada 
que no fuera hablado en la Comisión Bipartita Presupuestal que se integró a propuesta del Poder Ejecutivo y del Ministerio, a lo 
largo de un trabajo arduo de muchísimos meses. 


SEÑOR PENADES.- Quiere decir que los artículos que la Federación de Funcionarios de Salud Pública negoció con las 
autoridades del Ministerio de Salud Pública, salieron de dicha Cartera incluidos dentro del Presupuesto que fue elevado al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR SILVA. - Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero afirmar que me consta que en la órbita del Ministerio de Salud Pública hay coincidencias, por lo 
menos, con varios de los artículos que ustedes han planteado. De todos modos, quisiera hacer una pregunta porque me quedó una 
duda en cuanto al primer punto que plantearon que tiene que ver con la licencia. Ustedes actualmente tienen un régimen de 20 días 
de licencia y la salud privada, de 30 días de licencia. Me llamó la atención que ustedes estén pidiendo cinco días, por lo que 
pasarían de 20 a 25 días y supongo que será porque toman como días de licencia los de turismo. Como dije, ustedes tienen 20 
días y la salud privada -con la reforma del sistema de salud va a estar en una situación de equiparación- tiene 30 días. Estoy 
hablando de enfermería y servicios. 


SEÑOR SILVA.- Sí, efectivamente. Nosotros estamos solicitando la ampliación de los días de licencia. Estamos hablando de veinte 
días hábiles, sin contar sábados ni domingos, y los cinco días extraordinarios producto del conflicto del año 2003. Sabemos que el 
sector privado tiene diez días de complemento y que si se aplicara el seguro, trabajando sobre un estatuto único del trabajador, 
debería corresponder treinta días para los dos sectores. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces, los funcionarios llamados suplentes, en realidad, son funcionarios permanentes pero a los 
que se les paga como si fueran suplentes. 


SEÑOR SILVA.- Exactamente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por otra parte, pregunto si lo que ustedes piden es que en el recibo de sueldo todos los renglones 
queden salarizados. 


SEÑOR SILVA.- Estamos pidiendo que se agrupen los renglones. Por ejemplo, actualmente, para cobrar un salario magro de $ 
6.500 nominales, recibimos dos recibos de sueldo, de acuerdo a la discriminación que se hace de los distintos artículos. Nosotros 
pedimos que se agrupen de alguna manera para que sea identificable tanto para el Poder Ejecutivo como para los trabajadores. 


SEÑOR NUÑEZ.- Esa salarización, o sea la reducción del conjunto de rubros que ahora cobran por muchas partidas diferentes, 
tiene que ser para las partidas de carácter salarial y permanente. Digo esto porque en el planteo inicial se decía que cuando 
alguien falta pierde la partida por asiduidad en su totalidad. En realidad, eso no es parte de la partida salarial, sino de una partida 
que se paga si cumple con la presencia en el trabajo de una cantidad de días mensuales. Por tanto, habría que estudiar cada una 
de las partidas que quieren simplificar para ver cuáles pueden ser agrupadas y cuáles deben seguir pagándose separadamente. 


SEÑOR BATALLA.- Nosotros planteamos que se conformen en un solo renglón aquellas partidas permanentes y comunes que no 
dependan de que se vaya o que no sean un premio. El problema es que las partidas permanentes y comunes no son tomadas en 
cuenta para pagarle al trabajador otros rubros. Los funcionarios de Salud Pública son un híbrido dentro de la Administración 
Central. Trabajan 365 días al año y se le paga por un sexto día un 20%, pero no de todos los renglones comunes y permanentes 
sino del salario base y aumento especial. Por ejemplo, si los rubros permanentes y comunes son de $4.000, se paga sobre $ 800. 
Esta es una estafa que desde hace muchos años está haciendo el Gobierno a los trabajadores de Salud Pública. En el interior es 
común la extensión horaria, no sólo del sábado, sino de las 40 ó 48 horas, por lo que la estafa es mayor aún. A su vez, el trabajador 
nocturno percibe un 30% más, pero no sobre lo que gana. En cambio, si un compañero llega a faltar un sábado o un domingo, se le 
aplica un descuento como un día común. Cuando se le paga, si gana un promedio de $ 56 los días comunes, ese día tiene un 
promedio de $17 la hora, pero si falta se le descuenta lo que vale comúnmente un día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda agradece la presencia de los funcionarios de la 
FUS 


(Se retira de sala la delegación de la FUS) 
Material proporcionado por la delegación de la FUS 
(Ingresan a Sala los representantes de COFE) 


Terminando la jornada, vamos a recibir en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores, en el 
marco del tratamiento del Presupuesto quinquenal 2005-2009, a los representantes de la Confederación de Funcionarios del 
Estado. 


Debo señalar que ustedes disponen, formalmente, de un tiempo de diez minutos para hacer vuestra exposición. Después, los 
señores Senadores podrán plantear sus preguntas y, naturalmente, ustedes podrán dar las respuestas. Las limitaciones en el 
tiempo tienen que ver con el esfuerzo que debemos realizar para poder atender a todas las delegaciones; no obstante, como 
ustedes son los últimos invitados que recibimos, seguramente podremos disponer de algunos minutitos más, aunque no muchos. 


SEÑORA GALIZZI.- Señor Presidente y señores Senadores: muy buenas tardes a todos. Es un gusto para nosotros poder estar en 
este ámbito y que nos hayan recibido en la tarde de hoy para plantear la preocupación que nos genera este proyecto de ley de 
Presupuesto que, a nuestro entender, no contiene los artículos absolutamente imprescindibles de cara al país productivo y con 
justicia social que fue, es y será la reivindicación eterna de los trabajadores del Estado. 


Así como vemos que no se han potenciado, de cara al país productivo, las inversiones en los distintos Incisos que tienen que ver 
con la producción y la industria de nuestro país -nos referimos a Ministerios que claramente tienen esos objetivos, como los de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería y de Transporte y Obras Públicas, así como a algunas otras 
Unidades Ejecutoras que hacen a la parte de la industrialización- tampoco vemos inversión en obra pública. 


En cuanto al sistema de salud, no lo compartimos; estamos de acuerdo y reivindicamos el sistema único nacional de salud estatal y 
público. Al respecto, puede ser que haya que dar algunos pasos previos, con un sistema integrado, aunque nosotros entendemos 
que el sistema desde hace muchísimos años está integrado, porque funcionan tanto el sistema público como el privado, y ambos 
se prestan servicios mutuamente. Con respecto a este tema, cabe señalar que el 80% de los funcionarios públicos no tienen 
cobertura sanitaria. En ese sentido, habíamos empezado a conversar con autoridades del Ministerio de Salud Pública y, 
aparentemente, había voluntad política para tener el mismo sistema de asistencia integral que poseemos los funcionarios de esta 
Cartera. Lamentablemente, en este Presupuesto no consta ninguna cobertura sanitaria para los funcionarios del Estado. 


Otro tema que nos preocupa muchísimo es que había un acuerdo -existía voluntad para ello- un reconocimiento expreso del Poder 
Ejecutivo en cuanto a la pérdida salarial que tenemos desde la Administración Batlle los funcionarios del Estado, de la 
Administración Central y los comprendidos en el artículo 220 de la Constitución. A ese respecto, habíamos estado conversando y 
ellos reconocieron esa pérdida, pero la cuantificaron en un 16%, cuando en realidad es de un 28, 52%. Además, no estamos de 
acuerdo en recuperar esa pérdida en todo el quinquenio sino hasta en tres años, teniendo en cuenta la situación en que han dejado 
al Estado, al país en su conjunto. 


No se contempla el crecimiento del salario, así como tampoco la equiparación salarial para ingresar en la tabla de sueldos. 


A su vez, no estamos de acuerdo con los artículos de excedencia, con la supresión de vacantes, ni con los contratos a término. Así 
lo hicimos ver y así figura en el "dossier" que presentamos a los señores Senadores. 


En definitiva, estaríamos dispuestos a desarrollar más en profundidad el tema de la recuperación, el crecimiento y la equiparación 
en otra ocasión, cuando la Comisión tenga más tiempo 


Entonces, a grandes rasgos, lo que queremos decir en relación con este Presupuesto es que, a nuestro juicio, no refleja el país 
productivo, el país con justicia social, del que tanto hablamos. Hoy la deuda social es muy importante; en este sentido, estamos en 
emergencia nacional y no vemos que a través de este Proyecto de Ley de Presupuesto y con esta propuesta, el país pueda salir 
adelante 


SEÑOR DA ROSA.- Por mi parte, quería referirme a lo que establece el artículo 365 del texto original enviado por el Poder 
Ejecutivo a la Cámara de Representantes. En dicha disposición se establecen importes de partidas a los efectos de ser reaplicadas 
y se dice expresamente que esas partidas serán destinadas a la recuperación de los salarios reales públicos de los Incisos 02 al 27 
del Presupuesto Nacional, con excepción del Inciso 16, Poder Judicial, cuya recuperación se encuentra contemplada en los 
artículos correspondientes de la presente Ley. Luego, se establece que la oportunidad y la forma de distribución de las partidas - 
que figuran en un cuadro que está adjunto al artículo- serán determinadas por el Poder Ejecutivo en función de pautas acordadas 
en los convenios con los funcionarios públicos y de la evolución de la situación fiscal. Después se dispone que se autorice a la 
Contaduría General de la Nación a revisar las reasignaciones de créditos necesarios, a efectos de dar cumplimiento a dicha 
distribución. Entonces, lo que queremos saber es si ese artículo 365, que previó la existencia de partidas para ser reaplicadas o 
reasignadas, tendientes a obtener la recuperación de salarios reales públicos -como dice expresamente la norma- no está 
conformando las expectativas que se tenían, particularmente porque se dice a título expreso que la oportunidad -o sea, el que sean 
o no otorgadas- y la forma en que serán otorgadas serán determinadas por el Poder Ejecutivo, pero también -como se señala 
claramente- en función de pautas acordadas en los convenios con los funcionarios públicos y de la evolución de la situación fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según entiende la Mesa, el artículo al que ha hecho referencia el señor Senador es el 416 actual. 
SEÑORA GALIZZI.- Efectivamente; del Inciso 23 conocemos las partidas a reaplicar. 


Ante todo, señalamos que no estamos de acuerdo con la idea de que la posibilidad de reaplicación de esas partidas dependerá de 
la política económica que se lleve adelante, puesto que los trabajadores no somos responsables de dicha política. Esa 


responsabilidad la tiene el Gobierno. Entonces, si la política económica funciona mal, no vamos a seguir pagando los trabajadores, 
que es lo que históricamente hemos hecho. 


Independientemente de que sean redistribuidas en el ámbito de negociación colectiva, esas partidas que allí están reflejadas, no 
contemplan la pérdida salarial total, sino sólo un 16%. Por ello, resultan absolutamente insuficientes en lo que refiere a recuperar el 
salario que venimos perdiendo desde -y vamos simplemente a poner un año, y no a decir desde cuándo lo estamos perdiendo- el 
mes de diciembre de 1999 a la fecha. 


Entonces, si bien hay partidas a reaplicar, contemplando una recuperación salarial, no son suficientes porque significan un 16% de 
recuperación, cuando la pérdida es de un 28.52%. 


También cabe aclarar -porque el equipo económico estuvo presente en las Comisiones de Presupuesto de la Cámara de 
Representantes y del Senado- que no existe ningún acuerdo, sino todo lo contrario. En ningún momento COFE cuantificó con el 
gobierno un 16% ni acordó de qué forma se va a distribuir. Tampoco lo hizo -y estamos absolutamente en contra de ello- en el 
sentido de esperar cinco años más para recuperar lo que hace cinco años venimos perdiendo. 


No sé si esta respuesta contempla la inquietud del señor Senador. 
SEÑOR DA ROSA.- ¿No hay, entonces, ningún acuerdo expresamente signado o establecido? 


SEÑORA GALIZZI.- No hubo ni hay acuerdo expreso mientras se siga manteniendo ese artículo, porque no contempla la pérdida 
real y, además, no estamos de acuerdo en los plazos. 


SEÑOR REVELESE.- Quisiera complementar lo expresado por nuestra Presidenta diciendo que para nosotros era muy importante 
trasmitir esto a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado, dado que algunos medios de publicidad 
difundieron la versión de la existencia de un acuerdo entre COFE y el Gobierno con respecto al tema de la recuperación salarial. Es 
más; nos parece que no corresponde que el Poder Ejecutivo exprese en la Exposición de Motivos del proyecto de ley de 
Presupuesto, que hubo un acuerdo entre COFE y el Gobierno. Ha sido dicho por la Presidenta que ello no fue así. Por otra parte, 
nosotros somos críticos respecto a la forma en que el Presupuesto ha sido elaborado, en virtud de que no hemos tenido espacios 
claros de discusión, de negociación y de consulta. Pensamos que este Poder Ejecutivo iba a dar señales diferentes a la hora de 
diseñar un presupuesto, que aspirábamos fuera de hondo contenido participativo, pero lamentablemente no se ha logrado 
implementar. Es más, estamos asistiendo con el Poder Ejecutivo a los ámbitos de negociación colectiva en la Presidencia de la 
República, pero hasta el momento hemos podido discutir poco acerca del contenido del Presupuesto. En ese sentido le estamos 
reclamando que envíe un Mensaje Complementario al Parlamento que contemple todas nuestras demandas, muy legítimas y que 
no solamente hacen referencia al tema salarial. Ellas son trascendentes para nosotros, porque surgen como consecuencia de la 
aplicación de modelos neoliberales que los gobiernos anteriores implementaron. Se ha producido una rebaja salarial en el sector 
estatal muy importante y un desmantelamiento del Estado también muy profundo. 


Creemos, pues, que tal proyecto de Mensaje Complementario debe tener esa impronta que atienda los reclamos del sector estatal, 
que hacen al salario pero, fundamentalmente -como lo decía nuestra compañera Presidenta- a la inversión en obra pública, a la 
generación de más puestos de trabajo y a mayores recursos para las políticas sociales que este país necesita, más allá de la 
puesta en práctica del plan de desarrollo. 


Por lo tanto, esta no es una acción corporativa que se pueda entender como la lucha de los empleados estatales por el tema 
salarial. Lo que sucede es que, en realidad, pensábamos recibir otras señales políticas de parte del Poder Ejecutivo. Obviamente, 
este Poder Legislativo, más allá de sus limitaciones constitucionales -en virtud de que algunos temas hacen referencia a la materia 
privativa del Poder Ejecutivo- tiene mucho que hablar a la hora de redistribuir recursos hacia el interior de la Administración Central. 


Para nosotros eso era muy importante; tenemos una zona clara de disenso con el Poder Ejecutivo, dado que promete que en cinco 
años se va a recuperar en un 16%. Consideramos que estas cifras están lejanas y si medimos ajuste por ajuste e IPC por IPC, la 
cifra ronda en un 28.59%. La referencia que hacía el señor Senador Da Rosa respecto a los artículos 365 y 402, habla de un 
mecanismo muy hábil que le puede brindar al Poder Judicial la posibilidad de tener otra situación de recuperación salarial y de 
gastos de funcionamiento, en la cual, según nos parece, no estamos incluidos. 


SEÑOR DE LA CUERDA.- Es probable que ustedes en la próxima sesión en que reciban delegaciones, concurra un grupo de 
funcionarios restituidos luego de la dictadura, por el artículo 18 de aquella Ley N* 15.783 del año 1985. Ellos están solicitando la 
inclusión de un artículo que subsane un error o aclare la interpretación de los artículos 34 y 35 de una Ley de Rendición de 
Cuentas, la N* 16.320 del año 1992. De esa manera, obtendrían una pequeña mejora en cuanto a lo que van a obtener luego de su 
jubilación. Queremos dejar constancia que este grupo de funcionarios está organizado dentro de lo que es la Confederación y 
cuenta con el apoyo de lo que son nuestros sindicatos filiales y la Confederación en su conjunto. 


El otro planteo que queremos hacer se refiere a lo que recién se estaba discutiendo sobre los artículos que está presentando COFE 
y que están en la carpeta que tienen en su poder. Valoramos y honramos los ámbitos de negociación que hemos obtenido los 
trabajadores públicos en los últimos tiempos, pero para darles contenido y ante algunas lamentables situaciones que hemos tenido 
en los últimos meses, creemos que es importante que se contemplen algunas de las modificaciones que está proponiendo la 
Confederación y que están incluidas en el repartido que hemos hecho. 


Para dar un ejemplo, voy a citar dos casos: por un lado, la incorporación de un párrafo en el artículo 6% que le daría contenido a 
estos ámbitos de negociación y, por otro, el artículo 7% nos permitirá regularizar la situación de miles de trabajadores que por 
diversas formas están actualmente contratados en forma bastante irregular. Esto nos permitiría, sin lugar a dudas, que le demos 
contenido a estos ámbitos de negociación que hemos obtenido; creemos necesario que se contemplen en la nueva redacción. Se 
trata de pequeñas modificaciones que hacen al contenido pero que no implicaría ningún tipo de costo ni de situación que podría 
poner al equipo económico en contra. Sí nos daría muchas garantías, un contenido mucho mayor a estos ámbitos de negociación 
que hemos obtenido a nivel de paritarias por inciso y a nivel de lo que es la negociación general de los trabajadores públicos. Por lo 
tanto, solicitamos a los señores Legisladores que estos dos artículos y los demás que estamos planteando, sean contemplados en 
el momento de votar. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En el artículo 8%, hay un cambio de fecha de 31 de diciembre de 2005 a 31 de agosto y quisiera saber 
cuál es la razón. 


SEÑOR REVELESE.- A nuestro juicio, el ingreso a la función pública estuvo muy desnaturalizado en las últimas administraciones, 
cuando tuvo un hondo contenido de clientelismo y de nepotismo, todo lo cual ha hecho muy mal a la función pública, al Estado 
uruguayo y a la sociedad toda. Entendemos que esos vacíos que existían en administraciones anteriores se llenaban a través de 
contratos de servicios personales con sueldos muy abultados que, generalmente, estaban vinculados al PNUD. Consideramos que 
el mejor método era racionalizar el escalafón administrativo y, en tal sentido, planteamos el ingreso por concurso. También 
temíamos que estos contratos pudieran continuar prorrogándose. Entonces, nos pareció que una fecha importante era la del 
Presupuesto -no antes- y, de esa manera, que el 31 de agosto hubiera un corte para que luego se racionalizaran mejor los recursos 
contractuales que se da el Estado por la característica de servicios personales. 


En definitiva, esto tiene relación con la fecha en que se remite el Presupuesto al Parlamento Nacional, según reza la Constitución 
de la República. Se intenta que no se reediten situaciones no aconsejables. 


SEÑORA GALIZZI.- A fin de que el tema quede bien claro para la señora Senadora y los demás miembros de la Comisión, quiero 
agregar lo siguiente. Había muchos contratos que vencían antes de que las paritarias se pusieran a trabajar. Entonces, como los 
contratos debían estar vigentes a fin de no cometer ninguna injusticia, estiramos el plazo hasta el 31 de diciembre a fin de que en 
las paritarias se hiciera un estudio caso por caso, con el propósito de evitar que un jerarca, con la discrecionalidad que tienen los 
jerarcas, dejara cesante un contrato -cualquiera fuera su figura- y no lo tuviera en cuenta para la regularización. 


Se busca que esté sobre la mesa todo lo sucedido durante estos períodos de Gobierno, en los cuales lo que no ingresó por la 
puerta, lo hizo por la ventana. Naturalmente, para poder determinar, luego de un estudio, si se justificaban estos contratos, debían 
estar prestando funciones; por lo tanto, mantenerse al 31 de diciembre. 


En el día de ayer, en el ámbito de negociación colectiva, considerando el artículo 7, advertimos que hay un concepto que nos 
preocupa, referido a la posibilidad de que estuvieran vigentes a partir de la promulgación de la presente ley. Entonces, queremos 
que quede claro que si se renuevan al 31 de diciembre, se corre el riesgo de que se promulgue la ley en enero o febrero; no 
sabemos qué va a pasar. 


Entonces, debe quedar claro que no puede quedar fuera de fecha la negociación colectiva, ya que se nos garantizó que iba a ser a 
partir del 1? de enero de 2006. 


SEÑOR REVELESE.- Nos parece que lo más importante es que la Organización Internacional del Trabajo varias veces ha 
recomendado a los países que atienden las reestructuras organizacionales de la Administración Central y todo lo atinente a la 
reformulación del Estado, que cuenten con la plena participación de los trabajadores a través de sus organizaciones. Esto es -como 
bien decía nuestro compañero De la Cuerda- para dar, justamente, contenido a esos ámbitos de negociación, por la importancia 
que tienen. Al respecto digo que en los últimos períodos de Gobierno no hemos tenido oportunidad de negociar con el Poder 
Ejecutivo. Entonces, la OIT ha recomendado, repito, que cada vez que se quiera reformular el Estado y sus estructuras 
organizacionales, debe darse una honda participación a los trabajadores y sus organizaciones. 


Los artículos 6* y 7* -que no tienen costo de caja alguno- hablan, precisamente, de estos temas, cuando dicen que todo tipo de 
reformulación, de reestructuras organizativas debe acordarse en los ámbitos de negociación colectiva. Para nosotros, esto no es 
quitar a este Parlamento nacional los cometidos y las responsabilidades que tiene en el marco de la Constitución de la República. 
Algunos Legisladores de la Cámara de Representantes han dicho que este tipo de acuerdo entre sindicato y Gobierno puede 
limitar, diluir o minimizar la importancia que tiene el Parlamento nacional. Con mucho respeto hacia los señores Legisladores 
decimos que no es así, porque perfectamente puede acordar el Poder Ejecutivo de turno con sindicatos las maneras de regularizar 
la función pública -tiene que ver con el artículo 7*- y de reformular sus estructuras organizativas, sin perjuicio de que luego el Poder 
Legislativo pueda controlar, ratificar, etcétera. 


Por lo tanto, para nosotros es muy importante que en estos aspectos que hacen a la reformulación y a la racionalización, los 
empleados públicos, a través de sus sindicatos, tengan un papel protagónico a la hora de acordar y discutir el tema. Insistimos en 
que esto no tiene ningún carácter inconstitucional como señaló algún Legislador en la Cámara de Representantes, a nuestro juicio, 
en forma incorrecta. Justamente, queremos ahondar ese camino de negociación y hacer carne esos acuerdos y convenios que 
firmó el Uruguay, por ejemplo, el N* 151 y el N*154, con la OIT. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quiero agradecer la claridad de la representación gráfica, porque nos ayuda para el 
trabajo de la Comisión, y también por las explicaciones correspondientes del por qué de las modificaciones. Ahora bien, hay una 
sola modificación que no entiendo, que es la del artículo 26 que ustedes proponen. La leo y la releo y me parece que es igual la 
modificación que proponen y no sé si les faltó agregar algo, porque la explicación que pusieron al costado -que la entiendo- me 
parece que está incompleta. 


En cuanto al artículo 26 que proponen en esta enumeración que hacen, pediría que la releyeran y me dijeran cuál es la diferencia 
porque, sinceramente, no me doy cuenta cuál es; no sé si les faltó agregar, por ejemplo, "concubinos". 


SEÑORA GALIZZI.- Es lo que precisamente está planteado en la argumentación, "padres" y "concubinos" porque sólo se tiene en 
cuenta lo legal y uno a veces es padre o madre sin que forzosamente haya pasado por el Registro Civil. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces habría que agregar el término "concubinos" 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo la diferencia si se tratara de " madres" o "concubinos" pero no lo entiendo como "padres" o 
"concubinos", porque padre somos todos, legítimos o ilegítimos. 


SEÑOR DA ROSA.- Legales o naturales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 


SEÑORA GALIZZI.- Siempre se ha hablado y se ha dado la licencia por ser madre, pero al padre no se le otorga. Lo queremos 
especificar porque, entre otras cosas, porque hoy la realidad está planteada de otra manera. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En definitiva, está todo dicho pero habría que encontrarle la vuelta a la redacción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación de COFE. 

Se levanta la sesión. 

Material proporcionado por la delegación de COFE 


(Es la hora 19 y 41 minutos) 


Linea del vie de páaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


